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			A Margarita Asuar, mi querida esposa, 
quien revisó hasta la última palabra 
y la última coma de este ensayo 

			Presentación

			El recorrido estratégico del socialismo español en estos últimos cuatro años representa algo más que una anécdota. En realidad estamos hablando de cómo un movimiento político comenzó a conjurar lo que parecía ser el destino inevitable de la vieja socialdemocracia –un destino de irrelevancia electoral del que diversas organizaciones socialistas en algunos países aún no se han librado. 

			En ese sentido lo narrado en este ensayo tiene aspectos que son eminentemente domésticos, españoles, sí. Pero la mayoría de los argumentos y las propuestas aquí vertidas, como el abandono de una práctica política que había dejado de ser reformadora, los nuevos valores incorporados a los principios socialistas, los basamentos teóricos de una nueva socialdemocracia, las tres transiciones que deben pilotarse para el bien común, la preocupación con la desigualdad creciente, el freno a los nuevos poderes económicos, o las enseñanzas que hemos aprendido de la pandemia, la concepción sobre cómo debe ser la recuperación económica, sus fundamentos macroeconómicos, o la necesidad de una nueva versión de la globalización y del desarrollo, son postulados que trascienden a un solo país. En su conjunto, apuntan a la respuesta de una socialdemocracia renovada a las nuevas condiciones del capitalismo del siglo XXI. 

			Este es un ensayo a caballo entre la teoría de una nueva socialdemocracia –una primera incursión en un terreno aún muy inexplorado–, y la práctica de esa incipiente y naciente socialdemocracia en España. Este no es un libro de actualidad, de análisis del corto plazo y los últimos acontecimientos. Tampoco es un ensayo escrito para agradar a nadie, salvo a mi propio modo de ver las cosas. Es un ensayo para el rearme ideológico y político del socialismo español, para contribuir a consolidar un proyecto que apenas ha comenzado.

			Confío en que pueda contener elementos que contribuyan, tanto en España como en otros países, a una conversación que debería iniciarse en la izquierda democrática y progresista sobre cómo reconstituir mayorías y refundar una nueva socialdemocracia, preparada para pilotar tanto en el Norte como en el Sur, en el Este como en el Oeste, este cambio de era.

			Manuel Escudero

			París, mayo de 2021

			Parte I

			EL PROYECTO QUE NACIÓ EN 2017

			Capítulo 1. Los tres trazos del proyecto 

			A veces una vuelta de tuerca es todo lo que se necesita para que algo que parecía frágil se afirme y adquiera la solidez necesaria.

			Entre diciembre de 2016 y marzo de 2017 se comenzó a construir la espina dorsal del proyecto socialdemócrata español actual. Después de cuatro años de andadura, tres de ellos gobernando, bueno será ajustar holguras preparándolo para un largo recorrido.

			Si me preguntan en qué consistió en sus orígenes ese proyecto –plasmado, en primer lugar, en el Manifiesto político de Pedro Sánchez para las primarias de 2017 “Somos Socialistas”, y expresado luego en la Ponencia del 39 Congreso realizado en julio de ese mismo año-, lo definiría con tres trazos: como una reformulación de lo que significa la justicia social, una afirmación y extensión de los valores del socialismo, y un cambio en el modo de entender la política y el reformismo. 

			Una reformulación de lo que significa la justicia social

			Respecto al primer aspecto: hasta 2017 el socialismo español definía la justicia social en lo fundamental como la lucha por la igualdad de oportunidades a través de los mecanismos redistributivos del Estado de bienestar. Eso fue particularmente claro en el caso español. Desde la llegada del socialismo al gobierno en 1982 y durante las últimas décadas del siglo XX, en España se edificó un Estado de bienestar sobre la base de cuatro pilares: la sanidad universal, la educación, una incipiente red de servicios sociales y de cuidados a dependientes y los derechos actualizados de los trabajadores (seguridad social, desempleo). De este modo España, aunque con retraso, se incorporó al consenso socialdemócrata que desde la Segunda Guerra Mundial primó en Europa dando a luz a los diversos Estados de bienestar europeos. 

			La edificación del Estado de bienestar supuso también la necesidad de una ambiciosa reforma fiscal, para dotar de progresividad a los impuestos en España. Sobre tales bases descansó hasta prácticamente nuestros días la concepción socialista de justicia social: hecha realidad a través de los mecanismos de redistribución fiscales y a través de la provisión universal de servicios públicos básicos.

			 Sin embargo, pusimos el dedo en la llaga al decir que, a pesar de la existencia de un Estado de bienestar, las sociedades desarrolladas cada día son más desiguales, y que esto se debe a que antes del proceso de redistribución, en la propia realidad de la producción, el capital se está comiendo la parte del león de las rentas, y que, en las rentas de trabajo, cada día se produce una mayor polarización entre una minoría a la que las cosas le van bien y una mayoría que se ha estancado o retrocedido. 

			En una palabra: la lucha contra las desigualdades en renta y riqueza se ha convertido en un elemento central de la búsqueda de la justicia social en el proyecto político socialista. Esto, a pesar de que hoy suena como algo asumido, era un elemento que no se había incorporado antes de 2017 al discurso socialista en España. 

			Una afirmación y extensión de los valores del socialismo 

			El segundo aspecto de aquel proyecto fundacional se refiere a los principios del socialismo. El hilo conductor que asegura la continuidad con un pasado de 140 años de historia, al que no se quiere renunciar, son los principios del socialismo. En esta ocasión las palabras no son un mero recurso retórico sino que están cargadas de compromiso y de política futura. 

			El socialismo fue la aspiración de liberación obrera, y se basó desde sus orígenes en una ética de la justicia social, la fraternidad entre los desposeídos y la lucha por la emancipación frente a la explotación capitalista. La socialdemocracia heredó estos valores, y los completó: desde finales del siglo XIX sus señas de identidad fueron la lucha por reformas que mejoraran las condiciones de vida de los trabajadores y, un nuevo elemento, una adhesión radical a la democracia representativa. 

			El reformismo socialdemócrata implicó e implica en nuestros días una concepción de la lucha por reformas que tiene en cuenta no solamente la bondad de las mismas, sino también sus posibles efectos negativos, su sostenibilidad a lo largo del tiempo y el cálculo de la correlación de fuerzas y la forja de alianzas para hacer posible esas reformas. Esta concepción de las reformas que se precisan, sean moderadas o sean radicales (pues de todo vamos a necesitar en el siglo XXI), es un principio central del socialismo democrático.

			A estas señas de identidad se añadió una tríada de valores: igualdad, libertad y solidaridad –donde es la combinación encadenada de los tres valores lo que les dota de su preciso sentido socialista. Los valores del socialismo democrático han combinado la búsqueda de la justicia social con el respeto a la libertad individual. 

			Donde mejor se manifiesta esta combinación es concibiendo la libertad como la ausencia de dominación, que a mí me parece la definición más maravillosa para la dignificación del ser humano: la persona es libre cuando se sacude todo tipo de dominación1 (como la ocasionada por el capitalismo o la que aún soportan las mujeres en la civilización patriarcal). La lucha contra las dominaciones para que todo ciudadano y ciudadana alcance la libertad supone la lucha colectiva contra las opresiones, y presupone la necesidad de la intervención del Estado democrático para su eliminación cuando esto es necesario. Es este destilado el que terminó cristalizando en la máxima del SPD acuñada en Bad Godesberg a mediados del siglo XX: los socialdemócratas aspiran a “tanto mercado como posible, tanto Estado como necesario”.

			En el contexto del proyecto que Pedro Sánchez impulsó en 2017, tuvimos el honor de formular dos nuevos principios de la nueva socialdemocracia, que ya en el 39 Congreso añadimos a los principios de siempre del socialismo democrático. Por un lado, el ecologismo, como garantía imprescindible de un progreso seguro, más justo y más duradero tanto para las generaciones presentes como las futuras. Por otro lado, el feminismo elevando a la categoría de principio que el “siglo XXI ha de ser el siglo de la conquista definitiva de la igualdad de oportunidades y derechos para las mujeres, del fin de siglos de dominación, y de la erradicación definitiva en todos los órdenes de la vida de la civilización patriarcal”.

			Por último, en el terreno de los principios también es urgente recomponer el binomio entre justicia social y democracia. Cómo recuperar la democracia para que funcione de acuerdo a los intereses de la mayoría, es decir con criterios de justicia social, es un frente político crucial. En tanto no resolvamos este asunto, que implica una cercanía enorme a los problemas reales de la gente, la política seguirá estando muy deslegitimada a los ojos de muchos ciudadanos. Se trata de reformar la democracia representativa demostrando una y otra vez en la práctica la capacidad que tiene para producir transformaciones que favorezcan a la mayoría. Y este aspecto conecta claramente con el siguiente tercer trazo original del proyecto socialista. 

			Un cambio en el modo de entender la política y las reformas

			El tercer aspecto, y quizás el menos conocido del reposicionamiento en el tablero político que el PSOE adoptó hace cuatro años y con el que comenzó la nueva socialdemocracia en España, fue que pasó a ser un partido con vocación reformadora. En aquel entonces no éramos conscientes de que la distancia que se quería poner con la “vieja socialdemocracia” no era tanto en el terreno de las grandes alianzas con los partidos de centro-derecha. Por supuesto que se abominó de este tipo de alianza con el famoso “no es no” y la negativa a apoyar a Rajoy para que formara gobierno en 2016. 

			Ahora visto con retrospectiva, el “no es no”, que llegó a ser mantenido en algún momento casi en solitario por Pedro Sánchez y que le obligó por coherencia a abandonar incluso su acta de diputado, fue un ejemplo de cómo asumir un compromiso por una cuestión de principios, resistir con él y, en un ejemplo de tenacidad, mantenerlo durante varios años hasta convertirlo en la moción de censura que desalojó en 2018 al PP del gobierno por sus problemas de corrupción.

			Pero en el interior de esa negativa había otro elemento: el rechazo a conformarse con ser un partido de gobierno dedicado a gestionar lo existente, y el compromiso por convertirse en un partido reformador. 

			Existía un nexo de unión entre la práctica de las grandes coaliciones y la renuncia al espíritu reformador. Las grandes coaliciones entre el centro derecha y el centro izquierda se debían asentar dentro de unos límites muy claros: los paradigmas de minimizar la intervención del Estado, relajar la progresividad fiscal, privatizar todo lo posible la gestión de lo público, o desarmar cualquier barrera, justificada o no, al libre comercio internacional. Dicho de otro modo, las reformas que cabía introducir quedaban tan limitadas que al final lo importante no era la política reformadora, sino la mera gestión.

			A la luz de lo que en aquel momento pensaban y sentían los que compartían la cruzada de Pedro Sánchez por recuperar el pulso del Partido Socialista, la crítica a la pasada práctica de la socialdemocracia europea no tenía solamente que ver con haberse desplazado hacia la derecha, sino sobre todo con haber dejado de ser una fuerza reformadora.

			Capítulo 2. Un reposicionamiento tanto para tiempos de oposición como de gobierno

			Hay un hecho que está pasando desapercibido para la práctica totalidad de los intelectuales y analistas españoles, a saber: que Pedro Sánchez, cuando llegó a la Secretaría General del PSOE en 2017 lo hizo con un reposicionamiento estratégico real y efectivo del socialismo español. 

			Es curioso que en la opinión pública apenas se refiera nadie a ese cambio de tendencia ni intente explicarlo. Y así se está perdiendo una mudanza fundamental que ha ocurrido en el seno de un viejo partido que, sin embargo, ha podido remontar un declive que parecía ya cantado… ¿Qué es lo que ocurrió? 

			El éxito se debió a la combinación de tres elementos determinantes: un líder, su comunión con la mayoría de las bases militantes y su aporte de un nuevo proyecto. Un líder que intuitiva y racionalmente se mostró abierto a los nuevos problemas, comenzando por la desigualdad, unas bases militantes que estaban hartas del socialismo de salón y de gestión en el que se había convertido el PSOE, y un reposicionamiento ideológico que declaraba al PSOE como portador de una alternativa no solamente frente a los partidos conservadores de derecha, sino frente a un sistema económico que parece destinado a crear desigualdades crecientes, destrozar las bases de la vida humana en el planeta y perpetuar las injusticias frente a las mujeres. 

			Ese era, pues, el PSOE que se iba a adentrar en el siglo XXI, el embrión de una alternativa a un capitalismo que parece incapaz de readaptarse, que ha hecho posible el estancamiento de la renta de trabajadores y clases medias, que no puede ofrecer a nuestros hijos lo que nosotros conseguimos. Por ello han pasado a primer plano los problemas de la desigualdad, de renta, de género, territoriales. El problema ya no está solamente en la redistribución (con un mensaje infinitamente repetido respecto al estado de bienestar), sino en la pre-distribución, es decir, en cómo se organiza la sociedad en sus actividades, en el lugar de trabajo, en la brecha de género, en el precariado. 

			Una orientación que se estrena en la oposición y no varía en el gobierno

			Habrá mil retratos de Pedro Sánchez en el futuro, como líder, sobre su personalidad, etc… pero hay otro que yo quisiera destacar: Pedro Sánchez ha roto la tendencia tan típica en la socialdemocracia a ser muy radical en la oposición y convertirse en gestor aventajado de lo existente en el gobierno. Creo que se puede demostrar que como Presidente del Gobierno, su corazón y su proyecto han seguido anclados en esa nueva socialdemocracia que se comenzó a gestar como un proyecto político nuevo, basado en la justicia social, el ecologismo y el feminismo.

			Desde el gobierno se progresó en la lucha contra las desigualdades, con una nueva política de rentas materializada en las subidas del salario mínimo interprofesional, el avance constante en las negociaciones del Pacto de Toledo respecto a las pensiones y el mantenimiento de su poder adquisitivo. Se inició la lucha contra la brecha salarial entre mujeres y hombres, se pusieron en marcha los permisos parentales intransferibles, y se llamó la atención respecto al desequilibrio social que acarrea el despoblamiento de regiones importantes de la España interior. 

			Junto a ello se sentaron las bases de la transición ecológica con una nueva política respecto a las energías renovables, y se continuó el proceso de digitalización de la economía con el establecimiento de las bases del 5G. 

			Todo ello se hizo con una notable agilidad y geometría variable parlamentaria y con los Presupuestos Generales de 2018, que hubieron de ser prorrogados para 2019. 

			Una orientación que continuó durante la pandemia y seguirá en el plan de recuperación

			La pandemia, desde marzo de 2020, supuso un giro completo de la actividad política que, durante el último año, ha estado teñida por la lucha por proteger a los ciudadanos y salvar sus vidas. Pero tanto en los momentos de estado de alarma y confinamiento y en las ayudas de emergencia que se pusieron en marcha entonces, como en la preparación de salida de la crisis ocasionada por el coma inducido a las actividades económicas para aislar al virus, el gobierno ha conservado en líneas generales la dirección que había traído consigo. 

			Junto a las medidas de avales públicos para asegurar una continua fuente de crédito a las actividades económicas, se procedió a proteger a los trabajadores autónomos y se inició un nuevo modo de ajustar las actividades económicas a los momentos bajos del ciclo no a través del recurso tradicional a los despidos y el desempleo, sino a través de los ERTE, que esperemos se conviertan en el instrumento de una nueva cultura frente a las crisis, y que han contribuido a congelar y salvar millones de puestos de trabajo. 

			La dirección en la que se apunta la salida de esta crisis, refuerza también mi afirmación de que el gobierno de Pedro Sánchez ha seguido avanzando en la misma dirección, incluso ante un colapso económico como nunca lo habíamos experimentado. Prueba de ello es la aprobación en plena pandemia de varias leyes muy relevantes para la transición ecológica como la Ley de Cambio Climático o la de la Economía Circular. También en este periodo se ha aprobado el ingreso mínimo vital, la nueva red de último recurso para todo el territorio español. 

			Y en paralelo el gobierno español y su Presidente trabajaron intensamente para conseguir que la Unión Europea, esta vez con una posición fiscal expansiva, avance por el tortuoso proceso de aprobar un fondo de recuperación de 770 mil millones de euros, respaldado por la emisión de bonos europeos, fondos de los que corresponderán a España 140 mil millones, y de ellos 70 mil como transferencias para inversión y reformas para la recuperación económica.

			Y es ese momento en el que nos encontramos: cuando parece que se debilitan las olas del coronavirus en España, se está desarrollando a buen ritmo la campaña de vacunación para inmunizar a toda la población y nos preparamos para la recuperación económica. 

			Capítulo 3. ¿Necesita el proyecto socialista una vuelta de tuerca?

			Con este recorrido sucintamente reseñado, la pregunta es, ¿hace falta seguir completando en el plano teórico e ideológico el proyecto que comenzó en 2017? O vistas las nuevas condiciones, con un gobierno de coalición ya funcionando, saliendo de la lucha contra la pandemia, con Presupuestos Generales aprobados y preparándose España para un gigantesco Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, ¿no habría que conservar aquel proyecto tal y como se formuló en su momento, y dedicar todos los esfuerzos a los enormes y urgentes retos de la acción de gobierno? 

			Yo creo que ambas cosas son necesarias, y compatibles. Necesitamos completar el proyecto de 2017, porque contenía elementos que no se explicitaron suficientemente, y hay otros, después de la lucha contra la pandemia, que hay que añadir forzosamente. En este sentido me gustaría ser muy claro: la nueva socialdemocracia apenas ha alzado el vuelo y le queda mucho por pensar, por reformular, por crear y por reformar.

			Lo otro, los imperativos de la acción de gobierno por supuesto que no puede estar exento de debate. Pero ese es un debate que ya lo realiza el propio gobierno, en sede parlamentaria, en los medios y en otras plataformas públicas bajo el liderazgo de su Presidente y los miembros del Consejo de Ministras y Ministros. Para ese terreno, el de las opciones del día a día, el de la batalla política cotidiana, ya hay mecanismos de debate y de toma de decisión. 

			Pero de vez en cuando es importante –y yo diría que es esencial–, pararnos a pensar sobre el nuevo proyecto teórico e ideológico del socialismo que se inició hace cuatro años, poner las luces largas para poder comprender mejor el camino de avance, los obstáculos que van a surgir, el norte hacia el que dirigirse. 

			Hay un dicho muy querido por los socialistas sobre que “la libertad se conquista cada día”. Existe un paralelismo respecto al espíritu reformador: no se tiene de una vez para siempre, sino que hay que irlo regando asiduamente de innovación crítica, ideas, convicciones y visión; de lo contrario se embota y cede el lugar a la complacencia o a la tecnocracia. Es ese el hilo de reflexión que pretendo abordar, y la vuelta de tuerca al proyecto para aguzar su sentido reformador que intentaré en estas páginas.

			Lo que se formuló en 2017 fue un proyecto donde algunos elementos pasaron un poco desapercibidos. Pero la realidad es testaruda y ahí está, señalándolos, y corresponde enfatizarlos. Y también ha habido nuevos acontecimientos que hacen preciso añadir nuevos contornos al mismo. Por lo tanto, expliquemos, en primer lugar, lo que ya estaba pero conviene resaltar, y, en segundo lugar, lo que hay que añadir de nuevas. 

			Parte II

			LA TRANSICIÓN DEMOGRÁFICA

			Capítulo 4. Un nuevo contrato social con los jóvenes 

			Aunque muchos de los temas que a continuación sugeriré ya están presentes en el proyecto de nueva socialdemocracia, sin embargo no se han catalogado ni introducido con la importancia que merecen como parte de una tercera “mega tendencia” que marca una transición adicional a las dos en las que estamos embarcados. Junto a la transición ecológica/energética y la transición digital convendría introducir en el campo de las grandes transformaciones que exigen una respuesta transversal otra transición, la demográfica. 

			Comenzaré por hablar de la juventud. La “generación del baby boom”, la generación que en el trascurso de una larga y excitante vida ha protagonizado el salto de modernidad del Estado de bienestar, ha edificado la globalización y diseñado la digitalización, quizás ha colonizado en exceso lo que debe ser una sociedad que ofrece oportunidades a todas las generaciones que la habitan. 

			En España existe esta singularidad que arrastramos desde hace décadas: la falta de oportunidades para las generaciones más jóvenes. En 2017, el 56,4% de las personas jóvenes españolas que trabajaban tenían un contrato temporal. Estos trabajos temporales son los primeros que han desaparecido en el período de pandemia, puesto que no podían ser contemplados en ninguna de las categorías protegidas (los ERTE o subvenciones a autónomos). 

			Una singularidad a erradicar: la falta de oportunidades para las generaciones jóvenes

			Según Eurostat, España se ha situado como el país de la Unión Europea con la mayor tasa de abandono escolar en 2018–del 17,9%–, superando así a Malta (17,5%). 

			España tiene uno de los índices más elevados de jóvenes que ni estudian ni trabajan, 12,8%. 

			Está también claro que tenemos un altísimo índice de subempleo, que la juventud universitaria española se forma todo lo que puede, pero que esta formación no está resolviendo el problema de su contratación. 

			Y es notorio también que tenemos uno de los índices más elevados de falta de autonomía y de permanencia en el domicilio familiar de toda Europa, sólo el 18,5% de quienes tienen entre 16 y 29 años se ha emancipado. Por supuesto, la brecha de género actúa también en este caso como un agravante aún mayor para las jóvenes.

			Una de las principales constataciones es que el mercado laboral juvenil en España es siempre el más castigado durante los períodos de crisis como ocurrió en el periodo 2008-2016. 

			Lo que agrava la situación de las nuevas generaciones son una serie de características estructurales que ya padecía la población joven: la alta temporalidad y contratación a tiempo parcial no deseadas (la tasa de parcialidad involuntaria ascendía al 68,5% en 2017), la dificultad para el autoempleo y la discriminación salarial por género. Los bajos salarios impiden o, en el mejor de los casos, retrasan, la emancipación de los y las jóvenes y posterior formación de núcleos familiares, lo que a su vez puede conllevar graves consecuencias a nivel demográfico en el largo plazo. 

			Para cualquier sociedad el hecho de que las nuevas generaciones no encuentren oportunidades para contribuir a las actividades económicas y sociales del país debe ser un elemento de seria preocupación. Negarles la responsabilidad, negarles el tránsito a la madurez hoy es una enorme hipoteca para mañana. 

			La juventud ha sido la gran olvidada en nuestra sociedad, y si fue la gran perdedora en la crisis de 2008-2012, ahora vuelve a sufrir más el impacto de la pandemia y de la nueva crisis económica. 

			La necesidad de reformular el contrato social con los jóvenes

			En resumen, se debería elevar el problema de la falta de oportunidades de la juventud española a la categoría de uno de los problemas principales del presente, que va a marcar el futuro. 

			Y para ello pienso que se debe reformular el contrato social en nuestro país –es decir, el acuerdo implícito que une a personas e instituciones y que hace posible una sociedad integrada–. Al contrato social que ya tenemos en España habríamos de incorporar una nueva dimensión, de pacto entre generaciones: entre las generaciones que ahora están rigiendo los destinos del país y las nuevas generaciones que deberán hacerlo en no mucho tiempo. 

			Es preciso señalar que invocar el concepto de nuevo contrato social es tirar con proyectiles de grueso calibre: el contrato social es la regla básica, el arco de bóveda, el acuerdo implícito constituyente que determina cómo se organiza una sociedad en términos de los derechos que se otorgan de modo soberano sus ciudadanos y, recíprocamente, los deberes, y de modo principal los deberes fiscales, que asume cada cual para hacer posible el suministro de tales derechos. 

			Invocar el contrato social para hablar de la juventud sirve para subrayar la importancia extrema de un tema que está siendo descuidado generación tras generación y al que se le paga solamente un servicio retórico, pero que desde hace cuatro lustros o más no acaba de ser resuelto. 

			La primera consecuencia de esta nueva concepción del contrato social es acordar por parte de todas las fuerzas políticas la elevación del tema a una categoría extraordinaria, y prepararse para acelerar la transición de la juventud actual al mundo del trabajo, acelerar su emancipación, acelerar su autonomía y conferirles la responsabilidad que merecen.

			Este es el momento de hacerlo. La Covid-19 nos ha hecho reflexionar a todos sobre lo que hemos hecho mal en el pasado. Si se trata de reconstruir, reconstruyamos mejorando lo que antes no funcionaba bien. En este sentido la Covid-19 supone el último aldabonazo respecto a la juventud española: no deberíamos permitir una nueva generación perdida a cuenta de la pandemia. Si ahora no acertamos con las políticas adecuadas, nos jugamos el futuro del país.

			Estoy convencido de que el campo político fundamental en el que hay que progresar en España para resolver este estado de cosas está en la incorporación de los jóvenes al mundo del trabajo. Es necesario y muy urgente remodelar las políticas activas de empleo enfocadas a los jóvenes, es necesario acordar un nuevo sistema de inserción laboral de los jóvenes, en el que el elemento clave debería ser una nueva concepción del papel de la empresa como fase última en su educación (mediante el “aprender a través de la acción”), con aprendizajes a partir de actividades innovadoras realizadas bajo nuevos sistemas de tutores de empresa, que es un elemento imprescindible y que apenas se ha desarrollado en España como parte de la cultura empresarial para cultivar y retener talento.

			Capítulo 5. El envejecimiento de la población y sus consecuencias de despoblación de grandes regiones de la España interior2

			Una de las caras más visibles del envejecimiento de la población es la paulatina despoblación de la España rural. Ocurre de modo pasivo: sencillamente las jóvenes generaciones se marchan y el resultado es que la población que se queda en su conjunto tiene más edad. Con ello se inicia un proceso de despoblación irreversible. 

			No será posible revertir la situación de despoblamiento acelerado que sufre una parte muy importante de municipios en España si no se hace un esfuerzo público para crear las condiciones de partida que posibiliten una nueva dinámica de repoblación de la España rural. Aunque con la colaboración privada, el esfuerzo inversor público va a ser en este terreno absolutamente imprescindible. 

			Las infraestructuras básicas poblacionales

			La raíz de la pérdida paulatina de población está en la falta de infraestructuras básicas. Hay un mínimo básico de infraestructuras colectivas que, de no existir, impiden que el territorio se incorpore a las oportunidades que ofrece hoy la transición ecológica y energética y la transición digital. Ese mínimo de infraestructuras se refieren a cuatro pilares básicos: al acceso al agua (potabilización, depuración), la gestión de residuos, la generación descentralizada de electricidad con energías renovables y la conectividad digital. 

			A este mínimo le llamamos infraestructuras básicas poblacionales. Sin ellas, en la sociedad en transición a la economía verde y digital, se acentuará el despoblamiento. Alternativamente, cuando un núcleo poblacional tiene un nivel adecuado de infraestructuras básicas poblacionales, su reequilibrio demográfico se hace posible. 

			Las infraestructuras básicas poblacionales a las que me refiero son cuatro:

			–	Potabilización/depuración del agua: El acceso al agua potable para consumo humano –y más en las circunstancias de cambio climático y de los procesos de desertificación–, es la infraestructura poblacional más elemental en España. 

				La potabilización de aguas forma un capítulo de creciente importancia en las infraestructuras básicas, debido a la contaminación de los acuíferos originales. Casi un 10% de las poblaciones en España aún no cuenta con abastecimiento de agua potable. Y muchas más no la tienen siempre garantizada en épocas de sequía o su calidad no es la adecuada.

			– Gestión de residuos: además de la gestión del agua residual, es posible realizar una eficaz gestión de los residuos orgánicos, con equipos que permiten el desecado del residuo y su reutilización como abono o pienso, es una innovación que debe ser incorporada al desarrollo sostenible de los pueblos de zonas rurales despobladas. 

			– Redes descentralizadas de energía sostenible: la tercera infraestructura básica es la energía eléctrica barata y accesible mediante sistemas descentralizados de generación de energía. España se caracteriza por un extenso territorio, la abundancia de recursos energéticos y su privilegiada ubicación geoestratégica. Lo que hace falta es, por un lado, favorecer el consumo de energías renovables ejecutando actuaciones que permitan mejorar la gestión energética en las viviendas y en los edificios y servicios públicos. Y, por otro lado, aprovechar los recursos naturales y de espacio para crear fuentes de energía eólica o solar, según las condiciones del terreno, que generen empleo e ingresos en los municipios. 

				Ambas acciones supondrían que el medio rural disponga de energía limpia, barata y accesible para las necesidades, tanto actuales como futuras, que existan por parte de nuevos pobladores o industriales.

			– Conectividad: finalmente, para el desarrollo y arraigo poblacional es necesario dotar de conectividad de banda ancha de gran velocidad a los pueblos que están sufriendo un proceso de despoblación, tanto para su uso por parte de los habitantes, como de las industrias y comercios. 

			Un trato preferente y prioritario a las infraestructuras básicas

			Se trata de dar un trato preferente y prioritario a la dotación de estas infraestructuras básicas frente a otras infraestructuras convencionales, como la red de transportes y ferroviaria –un aspecto complementario donde no se debería poner el acento principal–. De hecho, España tiene una excelente red de carreteras pero eso no ha impedido el declive de amplias zonas donde el acceso a esas redes de transporte es posible. 

			Ni tampoco conviene comenzar la casa por el tejado, con planteamientos tendentes a promover y animar las actividades económicas mediante planes, incentivos o propuestas de desarrollo local, pues sin condiciones básicas como las planteadas aquí, se convierten en ejercicios voluntaristas. 

			En otras palabras, la base para un desarrollo económico sostenible en un país como España hoy, consiste en tener acceso a los recursos básicos suficientes –al agua, la gestión de residuos, la energía barata y autogestionada y la conectividad–. Sin tales elementos no existe posibilidad de un desarrollo económico sostenible en la España rural. La iniciativa que se sugiere aquí es, en consecuencia, realizar la dotación de infraestructuras básicas poblacionales en los núcleos poblacionales que están sufriendo una pérdida continuada de población durante el siglo XXI, encontrándose en la actualidad con un nivel de densidad menor de 12,5 habitantes por km2. Ateniéndonos a este criterio, el cuadro de municipios a los que se debería dirigir esta iniciativa, es el siguiente:

			Municipios con densidad menor a los 12,5 habitantes por kilómetro cuadrado, 2019
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			(Elaboración propia s/: INE, 2019 Distribución de los municipios por provincias y tamaño de los municipios, y https://www.mptfp.gob.es/dam/es/portal/reto_demografico/Indicadores_cartografia/Diagnostico_Despoblacion.pdf)

			Capítulo 6. Implicaciones políticas del aumento de la esperanza de vida

			Un componente importante de la transición demográfica tiene que ver con las transformaciones presupuestarias y políticas ocasionadas por el aumento de la esperanza de vida, en tres terrenos específicos:

			Pensiones

			Entre 2015 y 2050, la proporción de la población mundial con más de 60 años de edad pasará de 900 a 2.000 millones de personas, lo que representa un aumento del 12% al 22%. En la Unión Europea el crecimiento de la población mayor de 65 será superior, pasando del 19,2% al 29,8%. En España, se pasará del 16,6% en 2008 al 40% en 2056. Con un horizonte económico a largo plazo de estancamiento o bajos crecimientos económicos, exuberancia de liquidez y tipos tendentes a cero, el sistema de pensiones basado en capitalizaciones es cada día menos solvente para asegurar el mantenimiento de las pensiones que se han disfrutado en el pasado. 

			En los países cuyas pensiones están basadas en sistemas de reparto o de caja, como es el caso de España, las pensiones serán sin duda mucho más inmunes a esos avatares financieros. Pero necesitarán que el sistema mantenga un número de trabajadores en activo suficiente para asegurar las pensiones de un número creciente de jubilados. Los cálculos al uso en este terreno, una vez desciendan en España los niveles actuales de desempleo, se sitúan en torno a los 300.000-400.000 inmigrantes al año que España debería recibir mediante una política de cupos, hasta el año 2050 para mantener en términos sostenibles el ratio de trabajadores en activo sobre jubilados.

			Gasto sanitario

			Los avances científicos, farmacológicos o terapéuticos no están venciendo a la muerte, pero la están posponiendo –y alargando en consecuencia la esperanza de vida–. El estrés al que se van a ver sometidos los sistemas de salud en todos los países, con la “cronificación” de las enfermedades, es otro aspecto que debe ser considerado en el largo plazo, introduciendo cambios muy significativos presupuestarios y de organización en la sanidad, los servicios sociales y los cuidados a largo plazo y residencias. 

			En la sanidad porque la combinación de la digitalización y necesidad de un seguimiento diferente de enfermedades crónicas están implicando cambios en las prácticas en asistencia primaria y hospitalaria. 

			Los niveles de dependencia aumentan con el aumento de la esperanza de vida y las actividades de cuidados a largo plazo también, generando nuevas ocupaciones esenciales. 

			Lo mismo cabe decir de las residencias, que, después de lo revelado por la pandemia no pueden seguir siendo un sistema subcontratado y de gestión privada. 

			Finalmente es necesario llamar la atención sobre otra anomalía española que se debe corregir. El sector del llamado “trabajo doméstico” en España exige medidas urgentes para el medio millón de mujeres que se dedican a él en unas condiciones de discriminación laboral que no se deberían permitir. Dentro de ese sector se concentran también las 75.000 mujeres que trabajan en el cuidado de personas mayores dependientes, una alternativa, muchas veces sumergida en la economía informal, que debería ser regulada y sujeta a creciente inspección para asegurar un trabajo decente. Y todo ello se acompaña del hecho de que en su inmensa mayoría los trabajadores del servicio doméstico son inmigrantes.

			Necesidad de cambio en la organización social respecto a la vejez…

			… Con la posibilidad de una vida activa y que aporta valor social durante al menos diez años más. No cabe engañarse sobre este tema: la vida útil de las personas, con el aumento de la esperanza de vida se ha extendido. 

			Hoy una persona a los 70 años sigue teniendo planes de vida, ansias de ser socialmente útil, no quiere verse apartada como un trasto inútil e invisibilizado. 

			Ese cambio en las expectativas de la vejez tiene que ser tenido en cuenta no solamente por la atención a una demanda naciente sino porque aumenta potencialmente el valor añadido y el bienestar que la vida útil en la vejez pueden producir para la comunidad. 

			Este es un elemento emergente, pero toda sociedad, por humanismo y por racionalidad económica y social, debería irlo considerando.

			Capítulo 7. Migraciones y explosión demográfica a las puertas de Europa

			La mitad aproximadamente del crecimiento demográfico global entre 2015 y 2050 se está dando a las puertas de Europa, en los países africanos. Para darnos una idea cabal de las proporciones de lo que hablamos, para 2035 (es decir durante los próximos 15 años) habrán ingresado al mercado laboral 375 millones de jóvenes africanos, una población mayor que la totalidad de la población de los EEUU y muchísimo mayor que la totalidad de los habitantes de la Unión Europa. 

			Y esa transformación, en un continente donde la edad media de la población es ya de 19 años se va a dar en una región colindante con Europa, donde España es puerta de entrada. 

			Crecimiento de la población en África. Los 10 países más poblados en 2100
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			Atlas Magazine
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			Un nuevo plan de inmigración

			Una política de murallas no es una solución. Europa, y desde luego España, deben replantearse su política migratoria: en el caso concreto de España, debe detener su decrecimiento demográfico y su envejecimiento, estableciendo un plan de inmigración claro, en el que se proceda en un no muy lejano futuro a admitir anualmente cohortes de inmigrantes de 300-400.000, absolutamente necesarias para el futuro crecimiento de nuestro país. Una política de cupos como la propuesta contribuirá a limitar las expectativas de millones que, de otro modo, seguirán agolpándose a las puertas de entrada en España. 

			Esa perspectiva inevitable de inmigración no debería ser solamente bienvenida como parte de la solución sino también cuidada con esmero. En este terreno hay dos temas que merecen ser destacados: por un lado, España, si quiere ser considerada una sociedad humanitaria, debería aumentar su admisión de refugiados, resolviendo el problema de atasco que hace que los expedientes de petición de asilo sin resolución vayan acumulándose con los dramas personales que encierran. Por otra parte, España debe plantearse seriamente algo que hasta ahora se ha resuelto de un modo pragmático –se precisa un modelo de integración de la inmigración que asegure a la segunda generación una nivelación efectiva de la igualdad de oportunidades con cualquier otro ciudadano español.

			Pero no será posible desincentivar las expectativas que se traducen en una inmigración descontrolada si al mismo tiempo no trabajamos ya por crear las condiciones para que los nuevos africanos encuentren en sus países oportunidades de trabajar y vivir. 

			Equilibrar crecimiento económico y crecimiento demográfico en África

			La explosión demográfica de África está ocurriendo ahora y en las próximas décadas. Para 2050, África tendrá mil trescientos millones más de personas. Durante los próximos 15 a 30 años, África necesita un crecimiento económico elevado y sostenido que genere puestos de trabajo y oportunidades para todos. Si eso sucede, África podrá disfrutar del “dividendo demográfico”. Si eso no sucede, los riesgos de disturbios sociales y conflictos, y los flujos migratorios masivos y descontrolados desde África aumentarán aún más. 

			Además, dado el envejecimiento en la mayoría de los países de la OCDE, la juventud de África representa una enorme oportunidad para el desarrollo mundial. Gracias al proceso de integración económica, el continente puede convertirse en un motor de demanda agregada para la economía mundial.

			El gran motor del crecimiento económico sostenido en África debe ser la inversión productiva. Pero los niveles de inversión en África hoy son insuficientes en comparación con las necesidades, tanto en términos de movilización de recursos internos (la relación entre impuestos y PIB se ha estancado en el 16,5% del PIB desde 2014) como en términos de Inversión Extranjera Directa, IED (en 2019, África atrajo menos del 3% de la IED global). 

			En ocasiones, las inversiones para la extracción de recursos naturales o en infraestructuras “llave en mano” en África han tenido efectos secundarios muy limitados para la creación de empleo y la transformación de los países africanos. 

			Demasiadas veces, las inversiones no han seguido los principios básicos de transparencia y sostenibilidad o impacto social y ambiental. 

			Y hay un caso claro de falla en la información del mercado y una percepción errónea de los riesgos y oportunidades por parte de los inversionistas nacionales y extranjeros por igual.

			Se hace necesario actuar bajo el liderazgo de la Unión Africana para intentar un grado aún inexistente de volumen y de coordinación de las inversiones que precisa África y hacer compatible su crecimiento demográfico con el crecimiento económico y el desarrollo social. 

			Es necesario explicitar la demanda latente de inversión en África estableciendo prioridades, analizando el atractivo de las inversiones en términos reales, sugiriendo programas específicos y señalando oportunidades. Hay que prestar especial atención a los proyectos de inversión en apoyo de la agenda de integración regional, incluido el desarrollo de corredores, destacando las lecciones aprendidas de otras regiones, y la infraestructura transfronteriza (en particular, las redes de energía y transporte).

			Así se abre la posibilidad de una política completamente nueva y audaz por parte de España para actuar de catalizador del resto del mundo desarrollado y, en alianza con la Unión Africana y el resto de instituciones regionales en África, canalizar desde China, Japón, la Unión Europea o los EEUU hacia el continente las inversiones en capital humano, infraestructuras, conectividad e integración regional que se necesitan. 

			Este terreno ofrece a España, como puerta de entrada del continente africano una nueva vocación y un gran papel que jugar. Es claro que vivimos en un mundo en el que se están dirimiendo liderazgos y donde los polos de referencia son los EEUU, China y la Unión Europea y su “autonomía estratégica”. 

			Pero esa pugna geopolítica debería complementarse, hoy más que nunca, con la búsqueda efectiva de escenarios en los que el acuerdo por intereses mutuos de las partes se hace posible. África, bajo el liderazgo de las instituciones africanas –una condición irrenunciable – es probablemente el escenario más importante y paradigmático. 

			A todos interesa, a China y Japón, a Europa o a los EEUU, y por supuesto a las instituciones regionales africanas y a los países africanos, que las inversiones productivas fluyan a África, que tengan efectos multiplicadores, que generen un mercado boyante y una gran demanda internacional. Ya no son legítimas las aproximaciones neocolonialistas a las inversiones esquilmando recursos extractivos, ni las inversiones llave en mano en las que el país receptor es un sujeto pasivo.

			España debería jugar un papel catalizador en Europa en esa dirección, y con Europa, en la coordinación de inversiones en África de todos los actores internacionales. Si esto se hace, África y también el resto de países e inversores que apoyen el proceso se podrán beneficiar del “dividendo demográfico”. Pero si esto no se logra seremos testigos en los años venideros de un creciente desorden social en el continente y de migraciones realmente masivas como nunca las hemos experimentado. 

			Este frente de actuación es, sencillamente, inexcusable. Cuando esto se escribe ha tenido lugar la primera gira del Presidente del Gobierno, Pedro Sánchez, por varios países del África subsahariana. Es un primer gran paso en una dirección en la que habrá que profundizar mucho en el futuro, no solamente en la relación bilateral con diferentes países africanos sino siendo punta de lanza en una relación con las instituciones africanas y como catalizador para sentar a la misma mesa a los países africanos y el resto de países del mundo que están invirtiendo en el futuro del continente.

			Parte III

			NUEVOS PODERES, NUEVAS SOLUCIONES

			Capítulo 8. El poder creciente de los grandes fondos de inversión

			En el nuevo proyecto socialdemócrata no se ha destacado suficientemente la gran transformación en curso de la estructura del poder financiero, donde los obstáculos al bien común provienen de los grandes fondos de inversión que comienzan a colonizar la economía productiva. 

			Casi el 50% de las acciones de las empresas del Ibex están en manos de empresas extranjeras que sólo buscan rentabilidad a corto plazo, muchas medianas empresas están siendo adquiridas por fondos, muchas marcas nacionales han desaparecido producto de la creciente tendencia a las fusiones y adquisiciones, y varias empresas estratégicas españolas ya no están en manos españolas, después de haber pasado algunas de ellas un proceso vergonzoso de despojo de activos. 

			La reorientación de las decisiones de las empresas hacia nuevos regímenes extractivos, a causa de su colonización por capital privado a través de fondos financieros o hacia la servidumbre a nuevos oligopolios propiciados por esos fondos de inversión, están cambiando ante nuestros ojos sustancialmente la economía. La penetración de los fondos de inversión avanza en España en muchos sectores: desde la transformación alimentaria, incluyendo la fabricación, distribución y comercialización de pan, bollería y pastelería hasta las propias explotaciones olivareras, agrícolas o pecuarias, pasando por sectores de servicios como los seguros, las residencias de ancianos o estudiantes, la vivienda en alquiler y el sector inmobiliario, la energía, las apuestas deportivas o las clínicas dentales. 

			Por todos ellos se extiende un endurecimiento de las condiciones de oferta por parte de las actividades participadas por los fondos y esto va afectando de un modo tan silencioso como omnipresente a todos los consumidores y usuarios. 

			Yo he tenido ocasión de comprobar, en los lugares más insospechados, los efectos tóxicos de los fondos de inversión y sus prácticas de esquilmación y de dominio del mercado. Hace no mucho tiempo visité una fábrica ejemplar, conservera. Hablando con el dueño quedó bastante claro que la empresa no solamente era puntera sino que tenía un potencial exportador considerable. Pero había un problema y no veía el esforzado empresario una salida fácil al mismo. Se trataba de que un fondo de inversión había entrado en el sector de la producción de envases, lo había “racionalizado”, lo había convertido en un oligopsonio y cada año aumentaba los precios de los envases, con la consiguiente transferencia de márgenes de las conserveras a los propietarios de los fondos.

			Ante ello es más importante que nunca el diseño de tres campos de políticas a reforzar:

			a)	Por un lado, la alianza de lo público con la estructura económica genuinamente productiva. El capitalismo productivo tiene que jugar un papel principal de aliado de lo público en la política de progreso frente a poderes financieros cada día más omnipresentes.

			b)	Nunca ha sido tan importante la defensa de la competencia frente a los abusos de poder oligopolista como en nuestros días. Una política progresista debería hoy ser ante todo y sobre todo una defensa de la regulación y la competencia frente a los abusos de poder en el mercado nacional.

			c)	Pero tan importante es la escala internacional como la nacional en este caso. Es necesario cambiar la regulación internacional respecto a los acuerdos bilaterales o multilaterales de comercio donde los fondos, a través de sistemas privados de arbitraje, han hecho primar sus intereses frente a los intereses públicos. Y parece muy conveniente comenzar a pensar sobre la petición de la Asamblea General de la ONU acerca de la necesidad de una regulación multilateral de los fondos de inversión.

			Capítulo 9. La transición digital, una transición política

			La transición a la economía y a la sociedad digital no puede ser entendida desde la nueva socialdemocracia como un proceso tecnocrático porque es, ante todo y sobre todo, un proceso político. En el plano conceptual existe la necesidad de desarrollar una “economía política de la digitalización y la Inteligencia Artificial”, algo que apenas se ha comenzado a realizar3.

			Según cómo sea gobernada y dirigida esta transición tendrá unas u otras consecuencias económicas y sociales. Tendrá impactos positivos en términos de oportunidades de productividad, de nuevos productos y servicios que pudieran aumentar el bienestar de la humanidad, pero también puede acarrear impactos negativos en términos de aumentos de la desigualdad, empobrecimiento de la calidad democrática y debilitamiento de la seguridad debido a problemas relacionados con:

			–	La brecha digital, o el acceso universal a la digitalización y a la inteligencia artificial.

			–	La adaptación de los procesos productivos a la digitalización y la inteligencia artificial.

			–	La adaptación de las nuevas plataformas de trabajo digitales a la protección de los derechos de los trabajadores.

			–	La fiscalidad de las empresas digitales en el lugar en el que producen valor en el mercado.

			–	Los problemas derivados de la emergencia de oligopolios o monopolios tecnológicos.

			–	Las amenazas a la esfera de la libertad individual, la privacidad y la propiedad personal de los datos.

			–	La desinformación y la manipulación de datos.

			–	Los riesgos aumentados respecto a la ciberseguridad.

			–	La lucha contra nuevos ciberdelitos.

			El primer elemento de una economía política de la digitalización (pero no el único)

			De todos los temas de economía política de la transición digital brevemente reseñados más arriba, me gustaría señalar las tendencias en el mundo del trabajo a partir de la digitalización. Lo hago con una cierta sensación de que para los gestores impulsando la transición digital de nuestra economía este apartado sonará remoto y no muy relevante. Pido de antemano disculpas; pero quiero mostrar que la transición en la que nos estamos embarcando tiene unas dimensiones y una profundidad que no deben ser tomadas con un espíritu técnico, sino profundamente político.

			Me gustaría destacar los dos fenómenos más novedosos en la economía contemporánea, dos corrientes que están surgiendo de las mismas entrañas del sistema: la emergencia de sectores crecientes de actividad al margen del mercado y de los precios, y la tendencia a que el trabajo humano sea cada vez menos necesario para el sistema de mercado.

			Un sector pujante “postmercado”

			Han comenzado a surgir nuevos procesos de producción que caen completamente fuera de la esfera del mercado y en los que los factores tradicionales –trabajo y capital–, ya no tienen el papel que les asigna el sistema.

			Me refiero a la producción creciente que se realiza en régimen colaborativo y entre iguales; donde el trabajo se presta de modo voluntario y que no necesita de gran inversión de capital, porque en gran parte se realizan de modo digital. Sin costes de trabajo y con costes de capital pequeños, estos productos y servicios se distribuyen y consumen de modo abierto, libre, sin precio, en un régimen de postmercado.

			Hay productos como Wikipedia, donde colaboran 75.000 voluntarios que han construido la enciclopedia más vasta del mundo, con costes nulos de capital y trabajo. La Wikipedia (versión inglesa) ha producido 4,1 millones de páginas (9.000 como media diaria en 2011 y 2012). Se han realizado más de 500 mil millones de correcciones desde su creación, va siendo mejorada por sus propios usuarios, y es un producto libre, colaborativo y permanentemente actualizado.

			Me refiero también a todo el software libre que existe en el mundo. Monitoreado por el Black Duck Open Hub, agrupaba en julio de 2014 a más de 664.000 proyectos y casi tres millones y medio de participantes, con 30 mil millones de líneas de codificación de software.

			Estoy hablando también de los “Creative Commons” – licencias que permiten de un modo sencillo dar permiso a otros para reusar y compartir el trabajo creativo. En noviembre de 2014 había ya 880 millones de trabajos estimados dentro de esta categoría, y en Flickr solamente más de 306 millones de fotos con licencia para compartir.

			Y me refiero por último a toda la actividad que cae bajo la categoría de “contenido generado por los usuarios” en Internet. Una parte importante, si no es mayoritaria, de la producción de blogs, fotos, videos, foros de discusión, espacios de producción artística o de procesamiento de información, etc…se realizan al margen del mercado y de las empresas. Para darnos idea del tamaño de este segmento de actividad que no existía apenas en 2005, baste decir que en los EEUU se comparten cada minuto casi 685.000 piezas con contenido en Facebook, o que 56 millones de personas usan Twitter. Entre mayo de 2011 y octubre de 2015 se han creado 122 mil millones de “posts” en Tumblr, y hay en el mundo 400 millones de usuarios activos cada mes en Instagram.

			Son cifras que nos hablan de un fenómeno de una magnitud nunca imaginada.

			Existen también nuevas actividades mixtas, que combinan las tecnologías digitales con elementos de la realidad física y de esa combinación surgen nuevos productos que también se basan en el trabajo voluntario a coste cero y con una inversión inicial insignificante, que se mueven en el ámbito de la economía colaborativa o de la innovación social. 

			A todos estos nuevos fenómenos los llamaré en su conjunto el “sector postmercado” en la sociedad actual. Es importante retener la noción de que el sector postmercado aporta valor, pero es un valor social, y no un valor de mercado, puesto que su valor de mercado es nulo. 

			Por supuesto, existe una confrontación soterrada entre el sector postmercado y las empresas que operan en los mercados e intentan acomodar tácticamente en su beneficio esta pujante tendencia. Pero a largo plazo es una batalla perdida para el sistema hoy dominante, pues éste opera sobre la base de la escasez, pero la información es cada día más abundante y crece de modo exponencial y esa es la materia prima con la que opera el sector postmercado.

			Se necesitará cada vez menos contenido de trabajo asalariado en el mercado

			Hay que conectar esta nueva tendencia con otro fenómeno central no menos importante: las tecnologías digitales están reduciendo “la necesidad del trabajo asalariado en el mercado”. Las tecnologías digitales avanzan hacia la asunción a manos de la inteligencia artificial y las máquinas inteligentes de todo el trabajo cualificado o no cualificado que pueda ser rutinizable4. 

			De acuerdo con estudios realizados5, un 47% de los puestos de trabajo en los EEUU están en riesgo de desaparecer debido a la computarización. 

			Es una solemne tontería la discusión sobre si la inteligencia artificial hará desaparecer el trabajo humano, porque se pierde el punto más importante: el trabajo humano nunca desaparecerá, porque la actividad creativa y transformadora es connatural al ser humano, pero irá desapareciendo gradualmente la necesidad del sistema para que el trabajo sea productivo en los términos del mercado –de precios y salarios–.

			La tendencia a la disminución de la necesidad del trabajo humano para el mercado se comienza a percibir en nuestras sociedades en la forma de disminución del tiempo de trabajo: los trabajos parciales, las jornadas de 30 horas, las carreras irregulares combinando periodos de trabajo asalariado o profesional y otras actividades, comienzan a proliferar. En Suecia se aprobó ya la jornada semanal de 30 horas… Estamos ya embarcados en una larga transición en la que las ganancias de productividad de la mano de las nuevas tecnologías digitales irán haciendo desaparecer la necesidad de jornadas de trabajo como las actuales, aunque se deberá conservar la noción de pleno empleo incluso si las horas trabajadas para el mercado serán cada vez menos.

			Cuatro tipos de trabajadores

			Unamos y extrapolemos estas dos tendencias a futuro, para extraer tres conclusiones telegráficas:

			1.	Vamos hacia una sociedad definida con cuatro tipos de trabajadores/profesionales:

				–	Los ciudadanos que desarrollarán trabajos cualificados de alto valor añadido en el mercado, en profesiones basadas en el reconocimiento de pautas fuera de marcos preestablecidos (estrategas), el lenguaje y la comunicación compleja (analistas), la inteligencia emocional (coaches, salud personalizada) y la creatividad (creadores). 

				–	En segundo lugar, los trabajadores no cualificados, cuyas tareas tampoco puedan ser rutinizables por robots, en los amplísimos campos de la logística, los cuidados personales, la atención y los servicios personalizados. La polarización que ya se ha producido en los últimos veinte años, entre la renta del 20% de profesionales altamente cualificados y el resto de trabajadores, se irá agudizando espontáneamente, si desde la política esto no se remedia. 

				–	Los ciudadanos que combinan actividades más o menos precarias en el mercado con actividades de valor social de creciente intensidad, que irán ocupando más y más tiempo a medida que el sector de actividad postmercado vaya creciendo.

				–	Finalmente, La tendencia a una polarización de la renta entre una minoría y la mayoría se ve reforzada por el fenómeno de los “superstars”. Vivimos en una sociedad donde las diferencias de renta entre los ciudadanos normales y los “superstars”, los supermillonarios o los “billonarios” se han disparado de modo descomunal en términos de renta y aún más en términos de riqueza. En los años 60 la diferencia entre la paga de altos ejecutivos y los salarios medios se situaba en torno a 40. Pero ya en 2006, es decir, antes de la crisis financiera, cuando el salario medio español era de unos 19.700 euros, la paga de altos ejecutivos superaba entre 100 y 500 veces ese sueldo medio. La situación se ha mantenido sin variación a lo largo de la pasada crisis financiera y a su salida: si el salario medio de los españoles en 2012 fue de 22.700 euros, el salario promedio de un consejero ejecutivo de una gran empresa del Ibex 35 ascendía a 2,9 millones de euros anuales, 126 veces el salario medio español 6. Pero el fenómeno de los “superstars” no se ha circunscrito solamente al ámbito de la gestión empresarial. También los hemos visto surgir en campos tan dispares como los emprendedores de innovaciones tecnológicas de éxito, el arte, la literatura, los deportes o la moda. 

			2.	Vamos hacia una sociedad en que las diferencias entre las rentas del capital y el trabajo tienden a agudizarse a favor del capital. 

			La productividad7 generada por las nuevas tecnologías digitales y las rentas de innovación que se producen con el progreso tecnológico exponencial que está ocurriendo ya, van a ser crecientemente apropiadas por el capital. También, la tendencia a los monopolios erigidos sobre las tecnologías digitales o para prevenir su uso libre por parte de los ciudadanos, se va a agudizar como una estrategia defensiva para garantizar altos retornos al capital. De este modo las disparidades entre capital y el trabajo se van a ir polarizando cada vez más. 

			En otras palabras, nos adentramos en una sociedad del 20% frente al 80%, y del 1% frente a todos.

			3.	¿Qué renta percibirán los ciudadanos que, en número creciente, se dedican al sector postmercado?

			¿Cómo se puede compensar el valor social producido por voluntarios que trabajan en Wikipedia, en el software libre, en la innovación social, en la producción de contenido generado como usuario en Internet? Van a ser un número creciente a muy largo plazo, porque la tendencia en la era de la economía digital es a que la información y las tecnologías digitales vayan desbordando los elementos de privatización y los monopolios que va imponiendo el mercado hoy.

			Hay que ser claros: descartados los precios porque este sector crece fuera del mercado y descartada la planificación central de las fracasadas economías socialistas, es la utilidad social la que puede determinar el valor que corresponde al trabajo que la ha hecho posible. 

			No es casualidad que ya comiencen a emerger nuevas fórmulas para asegurar una renta digna a aquellos que no trabajan en el mercado, en la forma del salario básico universal, rentas de inserción, etc… Son respuestas que avanzan en la dirección de resolver los problemas reales a los que ya comienza a enfrentarse la sociedad actual.

			Pero son respuestas aún muy burdas porque no ligan la renta que puedan percibir los que trabajan en el sector postmercado y el valor social de lo que producen. En esa medida abren un flanco enorme de repulsa e incomprensión a todos aquellos que no quieren que se genere una sociedad de ociosos viviendo a costa de los que trabajan duramente para lograr una renta en el mercado. 

			Por ello, la medición de la utilidad social de lo que se hace en el sector fuera del mercado es clave para ir determinando la compensación de renta que merece. En este terreno se puede avanzar algo: la utilidad social del trabajo realizado en el sector postmercado podrá ser determinada precisamente por el valor que le atribuyen sus usuarios, puesto que los beneficiarios de las mismas pueden valorar de modo instantáneo su utilidad desde la red.

			En resumen, solamente si le concedemos a la digitalización de la economía el rango de característica sobresaliente de la nueva economía política del siglo XXI podremos dar todo su sentido a demandas políticas latentes, como la necesidad de reducir las horas de trabajo más allá, incluso, de las 30 horas semanales, o el establecimiento de una renta básica universal, que solamente en una perspectiva que tiene en cuenta los efectos de la economía digital cobra todo su sentido.

			Capítulo 10. La lucha contra las desigualdades

			Encadenado a las transformaciones en el trabajo descritas en el apartado anterior, otro de los elementos importantes que ya estaban en el proyecto y que no conviene perder de vista, porque sigue pertinazmente en el capítulo de necesidades no resueltas, es la lucha contra las desigualdades de renta y riqueza. 

			Respecto a ellas podremos decir que este tema lo tenemos ya asumido, pero no lo tenemos aún resuelto. 

			Las desigualdades de renta

			Para verificar si se está produciendo una polarización creciente entre un segmento pequeño de la población que va incrementando su renta y una mayoría que se estanca, he ido siguiendo a lo largo de los años la diferencia entre la renta media y la renta modal o más frecuente de los españoles. La renta modal es aquélla en torno a la que se agrupa la mayoría de ciudadanos. Cuando la renta per cápita aumenta más rápidamente que la renta de la mayoría esto significa que los segmentos de renta más alta de la sociedad van ganando terreno en relación al ciudadano normal. Esa ha sido la tendencia histórica desde finales del siglo XX: la diferencia entre la renta per cápita y la renta de la mayoría aumentó entre 1995 y 2007 en 21,5%, y entre 2008 y 2013 esta diferencia creció otro 23,2%. Pero la tendencia se rompió entre 2014 y 2018. Particularmente debido al incremento del salario más frecuente en este último año, la tendencia se invirtió y se redujo en un 12,88%. Podemos decir, como otros muchos, en consecuencia, que se puede observar una moderada mejoría en cuanto a la desigualdad de renta en nuestro país. 

			Pero esa nueva incipiente tendencia se ha quebrado por efecto de la pandemia. Es cierto que el virus ha atacado de modo simétrico, por igual, a todos los países. Pero no es menos cierto que el impacto de la pandemia ha sido asimétrico en el interior de los países, sus efectos han sido desiguales para diferentes sectores de la población. 

			De acuerdo con los datos de Intermón-Oxfam, hay ya 5,1 millones de ciudadanos en pobreza severa (que viven con el equivalente a 16 euros al día), el 10,8% del total de la población española. En cuanto a los que están en situación de pobreza, con menos de 24 euros al día, la cifra se elevó en un millón durante 2020, hasta sumar 10,9 millones de personas. Estas cifras las han engordado principalmente los jóvenes, las mujeres y los inmigrantes. 

			Un dato muy positivo es que, en plena crisis económica el Gobierno puso en marcha el Ingreso Mínimo Vital, pero de acuerdo con el propio gobierno éste ha llegado tan solo a 160.000 de los 850.000 hogares previstos.

			La conclusión es que el terreno de las desigualdades de renta sigue siendo un frente de acción que no se puede asumir ya como aceptablemente superado. La pandemia va a dejar muchas cicatrices, pero la primera es el avance de la desigualdad y de la pobreza. Por ello, es necesario que, al menos hasta que hayan pasado los efectos de la pandemia volvamos a hablar con todas sus palabras de lucha contra las desigualdades de renta y contra la pobreza, y que destaquemos este aspecto de un modo claro y taxativo.

			Las desigualdades de riqueza

			Si en el terreno de la igualdad de renta existen algunos avances iniciales, es conveniente plantearse la situación respecto a las desigualdades de riqueza. 

			Basta un sencillo razonamiento para hacer ver la importancia de este tema. Entre 2014 y 2017 en España, la renta del 20% con mayores rentas pasó de ser cuatro veces mayor a ser 3,94 veces mayor que la renta media: esto refleja, como antes se decía, una mejoría en la desigualdad de rentas en nuestro país, si bien moderada. 

			Pero en términos de riqueza neta ha ocurrido todo lo contrario. Si el patrimonio del 20% más rico era 15,49 veces el del 20% más pobre en 2014, para 2017 había aumentado hasta 28,25 veces: las desigualdades en patrimonio casi se doblaron entre 2014 y 2017, de acuerdo con la Encuesta Financiera de las Familias, del Banco de España, lo que implica un proceso muy acelerado de polarización de la riqueza. 

			El fenómeno, la aceleración de la desigualdad en la riqueza es un fenómeno universal, está ocurriendo en todas las latitudes. Así en los EEUU, “la parte de la riqueza propiedad del 1% más rico ha explotado desde el 22% a finales de los 70 al 37% en 2018. Y al contrario la parte de la riqueza del 90% de la población ha disminuido desde el 40 al 27% en el mismo periodo”8.

			En el sistema actual, debido a la combinación de excesiva liquidez, dominio de los fondos de inversión y aparición de nuevos oligopolios digitales, se ha generado una tendencia al aumento de la concentración de riqueza y de las desigualdades en términos de riqueza. Este argumento está siendo señalado como un tema que no se ha resuelto a lo largo de los últimos siglos, por Thomas Piketty, quien ha asegurado recientemente que “la concentración de la propiedad (y, por lo tanto, del poder económico) ha disminuido de manera significativa durante el último siglo, pero sigue siendo extremadamente fuerte. La reducción de la desigualdad de la riqueza ha beneficiado sobre todo a la “clase media patrimonial” (el 40% de la población entre el 10% más rico y el 50% inferior de la distribución), pero ha beneficiado muy poco a la mitad más pobre de la población”9. 

			Por ello parecería bastante obligado, una vez que a corto plazo hayamos trabajado por la recuperación hasta que la actividad económica en España recobre los niveles pre-Covid de crecimiento, orientarse en el medio y largo plazo hacia el aumento de la progresividad fiscal fundamentalmente con nuevos impuestos respecto a la riqueza. Como aseveran Emmanuel Saez y Gabriel Zucman “por vez primera en más de un siglo, los billonarios pagan hoy tipos más bajos de impuestos que sus secretarias”10.

			La necesidad de replantear la fiscalidad parece ser también la conclusión del Fondo Monetario Internacional, si bien la está invocando como un elemento temporal: “Para evitar que estos países queden rezagados en la recuperación y sufran de manera persistente los efectos de la pandemia, el organismo propone un fondo temporal –una tasa Covid– para encauzar recursos que permitan un acceso a los servicios básicos y aseguren las redes de seguridad social, entre otros objetivos. La tasa contribuiría a equilibrar las desigualdades sociales exacerbadas por la emergencia y enviaría a los más afectados el mensaje de que la lucha contra la pandemia es un esfuerzo colectivo”11.

			En una sociedad en la que la tendencia secular será a un aumento de la producción pero una disminución de la cantidad de trabajo requerida por el mercado, fruto de la digitalización de la economía y de la inteligencia artificial, el único modo de mantener las bases impositivas será dando una importancia creciente a la fiscalidad de las grandes fortunas y a la cooperación y lucha internacional contra la evasión y la elusión fiscal. 

			En esta dirección el año 2021 va a ser decisivo, pues parece que en él se aprobará, dentro del grupo de trabajo llamado “Inclusive Framework” de la OCDE, en el que participan 139 países, los dos pilares del acuerdo internacional de impuestos, el pilar referente a los impuestos a las grandes empresas tecnológicas en los mercados en los que generan valor, y el pilar referente a un tipo mínimo universal de impuesto de sociedades con validez para todos los países. Es éste último aspecto el que los EEUU de Biden ha desbloqueado, proponiendo un tipo mínimo universal de sociedades del 21%, para todos los países –propuesta que ha sido recibida positivamente por la Unión Europea, Francia y España–.

			Capítulo 11. Feminismo: igualdad que reconoce y respeta la diferencia

			En los países occidentales, la lucha por la igualdad entre hombres y mujeres es una de las luchas más largas en la historia de la justicia social y aún está inconclusa. Sin embargo, particularmente en los últimos 30 años ha tenido avances espectaculares. Con perspectiva histórica, nos ha tocado vivir el momento en el que el 50% de la sociedad se ha levantado y ha dicho: “¡Estamos aquí!”. Y ese grito se ha agudizado en los dos o tres últimos años, con unas nuevas características.

			Si se mira con esa perspectiva el desarrollo de esta lucha, hay que señalar que ha seguido una pauta específica: durante los últimos tres siglos la sociedad se ha impuesto el cumplimiento político de una serie de valores. Y las mujeres, a través de diversas “olas” del movimiento feminista, han aprovechado esos valores hechos política como el norte de sus propias reivindicaciones –a pesar de que siempre hayan sido el “hijo no querido” de tales progresos–.

			Los ideales ilustrados del siglo XVIII establecieron los valores de igualdad, libertad y solidaridad, que dieron pie a la “Vindicación de los derechos de las mujeres” de Mary Wollstonecraft12, fermento del feminismo posterior.

			Más tarde, en el siglo XIX, los ideales liberales del voto individual y la educación universal establecieron otro listón que fue tomado por las sufragistas cuya lucha se prolongó a lo largo de 80 años, y en España hasta bien entrado el siglo XX.

			En la posguerra de la Segunda Guerra Mundial, la maduración del Estado de bienestar dio pie al surgimiento de los “nuevos movimientos sociales”, en los que el movimiento feminista ocupó un lugar de extremada importancia. La novedad fue que cobró dos formas: el “feminismo de la igualdad” y el “feminismo de la diferencia”.

			El feminismo de la igualdad

			El “feminismo de la igualdad” bebía en las fecundas aguas de la lucha por la justicia social, y aspiraba a la igualdad de las mujeres con los hombres en todos los órdenes de la vida.

			El feminismo de la igualdad ha sido el gran protagonista de los últimos treinta años. De modo consecuente con los valores del Estado de bienestar, utilizándolos una vez más como el listón que saltar, se ha propuesto metas que aún están vigentes porque no han sido plenamente conseguidas: empleo igual para las mujeres e igual poder dentro del Estado. Si se analizan los centros de gravedad del feminismo de finales del siglo XX y primera década del siglo XXI, queda claro que son, por un lado, las cuestiones relacionadas con la participación de las mujeres en el mundo laboral, a todas luces desigual respecto a los hombres, y por otro lado la lucha por el acceso al poder político de las mujeres a través de la “democracia paritaria”.

			Pero queda aún mucho que lograr. Aunque las mujeres se han incorporado en masa al mundo laboral, sin embargo, persisten desventajas evidentes en cinco terrenos clave: menor tasa de actividad, más paro, segregación ocupacional, menor remuneración y dificultades para acceder a los puestos de mando.

			El feminismo de la diferencia

			En cambio, el “feminismo de la diferencia” ha sido, por ahora, el que menor impronta ha dejado en esta evolución. Quizá carente de ese caldo de cultivo de movilización social, se ha refugiado en pequeños grupos de reflexión y, en algunos casos, en una producción teórica que no ha llegado a prender en sectores amplios de mujeres.

			Pero a pesar de su aparente reflujo, el “feminismo de la diferencia” pudiera seguir teniendo algo que aportar. Opino que el feminismo ganará la batalla definitiva cuando comprendamos y aceptemos que la igualdad para las mujeres se ha de construir a partir del reconocimiento exacto y la aceptación y el respeto pleno a sus diferencias o, en otras palabras, sin integrar el feminismo de la diferencia en el de la igualdad, no se progresará lo suficiente.

			Pero lo que se niega por la puerta, se cuela por la ventana: hoy nos enfrentamos a problemas crecientes para los que, sin apelar a la diferencia, sin reconocerla y sin respetarla, difícilmente existirá una solución:

			•	En los países como España en los que el feminismo de la igualdad ha cosechado grandes éxitos, la tasa de natalidad ha caído en picado y sólo comienza a remontar debido a la inmigración masiva. Esto tiene que ver con las dificultades añadidas que encuentran las mujeres para realizar una carrera profesional y, que al mismo tiempo se respete sus funciones reproductoras. El resultado es el lento suicidio a largo plazo de países enteros que, sencillamente, dejan de reproducirse: eso es, ni más ni menos, lo que le está pasando a España. 

				Con esto no se está diciendo que los hombres no deban criar a sus hijos o permanecer cercanos a ellos hasta su emancipación, ni se está renunciando a políticas como la de permisos de paternidad y maternidad iguales e intransferibles o a la necesidad de universalizar la educación de cero a tres años. Pero sí se está diciendo que la conciliación de la vida profesional y familiar, en lo que hace a las mujeres aún no se ha logrado y que queda mucho reconocimiento y políticas de conciliación expresamente dirigidas a ellas por realizar, en las “dobles jornadas”, en los permisos pre-maternales, en las políticas de recualificación preferente en el caso de largos periodos cuidando de los hijos o en la igualación de oportunidades en el caso de familias monoparentales femeninas, que es el más frecuente. 

			•	Existe una ausencia significativa en las empresas de políticas, procedimientos y sistemas de control en todos los campos que se refieren al reconocimiento y al respeto a la diferencia femenina. Aunque en los últimos cuatro años he estado ajeno a esta evolución, creo que las políticas de diversidad son aún una materia muy poco desarrollada en las empresas, y falta que establezcan mecanismos efectivos para acabar con las disparidades. De acuerdo con una investigación que dirigí dentro del Pacto Mundial en España en 2004 “las áreas en las que las grandes empresas españolas deben progresar más son las políticas contra el acoso sexual y contra el acoso moral, los procedimientos de disputa y queja, la igualdad de sexos en el trabajo y la conciliación de la vida laboral y familiar. Particularmente importante es que la mitad de las grandes empresas españolas no disponen de políticas y procedimientos contra el acoso sexual y el acoso moral (mobbing)”.

			•	Las agresiones diarias a las mujeres por el hecho de serlo, que se reproducen para una inmensa mayoría a lo largo de toda su vida, y cuya causa inmediata es no reconocer ni respetar su diferencia, acompañadas de coerción sexual física o moral, el chantaje sistemático para pagar con favores sexuales las promociones profesionales, el sexo no explícitamente consentido, la violencia y el terrorismo machista estén pasando a convertirse en un problema de dimensiones nunca vistas en todo el mundo –recordemos el movimiento “me too”– y también, por supuesto, en España. Es evidente que el feminicidio debe de ser combatido como un fenómeno especial con leyes especiales y tribunales especiales. Pero sin una nueva educación de base que cambie los estereotipos de lo que es ser hombre y qué es ser mujer, sin que los arquetipos femeninos actuales creados y alimentados por los hombres no se vean sustituidos por nuevos arquetipos culturales genuinamente producidos por las propias mujeres, sin el reconocimiento explícito y el respeto a la diferencia no se vea completamente explicitado en nuevas leyes, este problema persistirá.

			Un nuevo gran salto autónomo

			Me atrevo a sugerir, a guisa de conclusión, que si la lucha por la emancipación de la mujer en los últimos tres siglos ha ido a rebufo de los grandes logros de libertad e igualdad, quizás llega el momento de un nuevo gran salto. Pero ese gran salto tendrá que ser genuinamente autónomo, no a rebufo de los progresos que la propia sociedad se plantee. Dicho de otro modo, quizás el salto que ahora se comienza a dar es que las mujeres comienzan por fin, de modo autónomo, a afirmar su diferencia como condición de alcanzar la igualdad de dignidad como seres humanos.

			Por ello la reivindicación de la diferencia como criterio para la igualdad está pasando a primer plano. Y quizás ese paso tenga que comenzar en el terreno de la construcción de una nueva cultura, encarnada en nuevas leyes, que defienda que mujeres y hombres son miembros de pleno derecho de la misma Humanidad pero diferentes en su género y más específicamente en sus funciones reproductoras, y que esa diferencia, tanto en el plano físico como en sexual debe ser explícitamente reconocida y respetada, y que esa es la base de partida para conseguir mayores cotas de igualdad real y de libertad real.

			El cambio que se precisa es de las leyes y también de los arquetipos, los símbolos y las conductas. Si se emprende ese camino con la vista puesta en formular una nueva política que se focalice en la diferencia como elemento fundamental para lograr la igualdad, daremos los pasos que ahora se necesitan. E indudablemente ahí los hombres, bastante más que en las etapas anteriores, deberemos de salida como regla prudencial, aguzar el oído e intentar entender y comprender.

			Podrá parecer heterodoxo lo que aquí se dice, pero como el resto de esta reflexión se basa en una concepción de la igualdad que se concreta en el disfrute de la libertad como no-dominación. Sin reconocimiento de la diferencia, las mujeres hoy aún están dominadas por una cultura patriarcal que ha de ser abolida en este siglo.

			Parte IV

			ESCENARIOS POST-COVID

			Capítulo 12. Un despliegue mayor de lo público, nuevos bienes públicos globales

			Al mismo tiempo que se actualiza el proyecto, destacando en él los elementos anteriores que no estaban suficientemente resaltados, es preciso también añadir nuevas dimensiones que la realidad de hace cuatro años no mostraba. Son dos elementos fundamentales los que habría que señalar: las enseñanzas que hay que extraer respecto a la lucha frente la pandemia, por un lado, y el relanzamiento de la economía post-Covid, por otro lado.

			La lucha contra la pandemia, que dura ya más de un año, nos está aportando importantes enseñanzas. Una sociedad más resiliente frente a nuevas crisis epidemiológicas necesita un despliegue mayor de lo público, desterrando los elementos que lo han debilitado sistemáticamente en el pasado tanto desde el punto de vista presupuestario como de privatizaciones. En otras palabras, se precisa un Estado más sólido y previsor. 

			Sistemas públicos más sólidos

			El desmantelamiento y la privatización de hospitales y de residencias de jubilados, y el hecho de que más de un 40% de la plantilla pública en el sector sanitario sea temporal, han supuesto que la capacidad de gestión ante la crisis de la Covid se haya visto limitada. Ello se ha traducido en miles de muertes que se podían haber evitado. También ha obligado a medidas más drásticas de confinamiento con la finalidad de no colapsar la corta capacidad de los servicios hospitalarios, y ello ha redundado en un coste comparativamente mayor, en términos del colapso económico del PIB español en 2020, hasta –11,4%, la segunda mayor caída del PIB en el mundo. 

			Las enseñanzas de la pandemia han sido en este terreno elocuentes, poniendo al descubierto debilidades del sistema sanitario español y también del sistema de residencias para jubilados que deben inexcusablemente ser resueltas. En este terreno se deberían terminar los experimentos de privatización tanto de hospitales como de residencias: lo que se necesita es un sistema público que no se vea sistemáticamente esquilmado y empobrecido.

			Mayor planificación y previsión ante desastres

			Por otra parte, la pandemia ha puesto al descubierto la carencia de material, de equipos de protección, mascarillas, respiradores, fármacos terapéuticos y, finalmente, vacunas. La nueva socialdemocracia no debería inclinarse hacia el proteccionismo, no debería preconizar la restricción del libre comercio y buscar en una producción autárquica nacional la solución a estos problemas. 

			No se trata tanto de acortar las cadenas de valor globales de productos sanitarios y aterrizarlas en nuestro territorio, como de realizar una gestión de stocks completamente diferente y basada en la previsión ante posibles emergencias futuras. Dentro de ese capítulo de la previsión y gestión de stocks, se debe articular la producción nacional y la europea de un mínimo imprescindible, que pueda siempre asegurar el suministro inicial de productos estratégicos –esta base propia es sin duda una cuestión de racionalidad elemental–.

			Profundizando en esta perspectiva: la lucha contra el cambio climático, en la medida en que aún no es una batalla que se haya ganado, implica la posibilidad de más desastres naturales y de mayor envergadura, incluidas las pandemias. Un Estado resiliente será aquel que, en la medida de lo posible tenga aseguradas las respuestas ante la eventualidad, más cierta en nuestros días, de desastres a los que hacer frente.

			Bienes públicos globales

			Ese mayor despliegue de lo público no se puede circunscribir a la esfera de cada país solamente. La pandemia ha hecho que se caiga en la cuenta de que, siendo un proceso que ha afectado por igual a todos los países, siendo un elemento que no se puede relacionar con ningún riesgo moral ocasionado por una mala gestión de los gobernantes, requiere también soluciones universales, lo que implica una nueva generación de bienes públicos globales. 

			El ejemplo más evidente es el de las vacunas, pero en esta categoría entran todos los elementos relacionados con el combate contra la pandemia a escala global, desde respiradores, hasta equipos de protección o soluciones terapéuticas complementarias. Las vacunas frente al Covid-19 deberían ser consideradas un bien común, de modo que el acceso a las mismas debiera ser gratuito, simultáneo y de aplicación universal. 

			Es evidente que no se tiene aún una respuesta para hacer que las vacunas sean efectivamente un bien público de acceso universal. Por el momento siguen vigentes las leyes del mercado, por las que las licencias de producción son propiedad privada a pesar de las ingentes cantidades de dinero público que incentivan la investigación y desarrollo privados, y las vacunas son vendidas por un precio que están pagando los Estados que pueden hacerlo. Será necesario en el futuro encontrar mecanismos de incentivación para que, al tiempo que la investigación y los ensayos son facilitados a las compañías farmacéuticas, la distribución y administración equitativa se convierta en una realidad. Por el momento se ha logrado tan solo la existencia de un fondo común, el COVAX que asegura que las vacunas, a partir de donaciones por los países ricos puedan ser adquiridas y facilitadas a los países menos ricos. Pero es, sin duda, un tratamiento muy defectuoso de un bien que debería ser considerado plenamente como un bien público. Más adelante volveré sobre este tema tan crucial: las vacunas como bien público universal y cómo conseguirlo.

			Finalmente, respecto a la noción de bien público, la pandemia se ha desarrollado como un proceso global que nos encadena a todos, de modo que nadie estará a salvo si todos no estamos a salvo. Esta nueva conciencia de la inevitabilidad de procesos globales que nos atan a todos en la búsqueda de soluciones globales, se está extendiendo a otros procesos ante los que también son necesarias soluciones comunes. Así por ejemplo el clima se comienza a afirmar como un bien público que hay que garantizar, a partir de las Contribuciones Determinadas Nacionalmente, públicamente comprometidas en las reuniones del COP en el marco de ejecución del Acuerdo de París.

			Capítulo 13. La recuperación 

			España es uno de los países de la OCDE que más nítidamente ha asumido una triple filosofía respecto a la recuperación. 

			La creación de empleo, primer objetivo de la recuperación

			En primer lugar, es necesario enfatizar que el primer y fundamental elemento es realizar una recuperación sólida, fuerte y decisiva. Ello implica no solamente niveles altos de crecimiento, que en dos años compensen por la pérdida de PIB de 2020, sino sobre todo generar empleo. La generación de empleo es el principal objetivo de la recuperación. 

			Esto significa que las inversiones que se han de realizar como detonante de la recuperación deberán crear el máximo de empleo, y su capacidad para generar empleo digno deberá ser un criterio principal a la hora de seleccionarlas. 

			Dar la prioridad al empleo en la recuperación significa también acelerar tres cuestiones críticas de acompañamiento: el nuevo diseño de las políticas activas de empleo, los planes para la inserción laboral de los jóvenes, y la formación profesional a lo largo de toda la vida para recualificaciones y para perfeccionamiento. 

			Estas tres políticas de acompañamiento deberían ser consideradas como claves para la recuperación pues actuarán como aceleradores para aumentar el ritmo de creación de empleo de calidad. 

			Nunca se insistirá lo suficiente en estos puntos. Necesitamos en España un cambio de cultura en la contratación, en la búsqueda y el reclutamiento de talento, en la consideración prioritaria de la juventud, en el tesón y la atención prioritaria a la formación profesional en recualificaciones y en perfeccionamiento. 

			Creo que el problema que aún no se ha resuelto es conseguir que se trabaje de modo armonioso entre diferentes niveles de la Administración para situar en la escala local los mecanismos más eficaces –allí donde se da el paro y donde operan las empresas. 

			Una recuperación con un acusado sentido reformador

			En segundo lugar, se plantea la recuperación con un acusado sentido reformador, que parte del supuesto de que la pandemia, por tener unos efectos económicos y sociales tan enormes e 
inesperados, ha puesto en evidencia políticas previas que no funcionaban y problemas previos que habían estado mal resueltos. El corolario de esta visión es considerar la pandemia como un acelerador para, en la recuperación, enderezar aquellas políticas y resolver mejor aquellos problemas.

			Es el punto de vista que se puede resumir en “building back better” (reconstruir mejor lo que teníamos). 

			Por eso la recuperación española debería ser un ejercicio de diseño de nuevas políticas reformadoras que nos ayuden a resolver problemas previos mal resueltos. 

			Una recuperación con una dirección determinada

			Para España, así como también para otros países avanzados con una orientación progresista, la recuperación no es neutra, sino que hay que imprimirle una dirección determinada: por supuesto la recuperación deberá ser sólida, pero también deberá aumentar la resiliencia de nuestro país (su capacidad de absorber nuevos shocks), deberá ser sostenible en el sentido de avanzar definitivamente en la lucha contra el cambio climático y deberá ser inclusiva, es decir, ayudar a resolver las desigualdades. 

			Esta dirección de la recuperación fue la que planteó España, como presidencia de las reuniones ministeriales de 2020 en la OCDE, y la que fue adoptada por unanimidad por todos los países bajo el significativo título de “El camino hacia la recuperación: sólida, resiliente, verde e inclusiva”. No se trata de un recurso retórico: quien mire a la evolución de la teoría y la acción política socialista en España durante los últimos cuatro años, quien examine la realidad parlamentaria y legislativa del gobierno de coalición liderado por el socialismo, deberá concluir que la dirección de transformación que se ha tomado en España es esa. 

			Y por si no fuera suficiente todo lo dicho, en el propio Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia que el Gobierno ha presentado a Bruselas y que servirá de matriz para las inversiones y reformas que encauzará los fondos de reconstrucción europeos para España, se establecen las cinco dimensiones en las que el gobierno aspira a transformar España: impulsar la transición ecológica, promover la digitalización de la economía española, luchar por aliviar las desigualdades sociales, cohesionar el territorio frente al vaciamiento de la España interior y resolver los problemas de desigualdad de género en nuestro país. 

			Comparando los Fondos Europeos “Next Generation” y el Plan Marshall 

			Lo conseguido con Europa, gracias a la visión y al tesón del gobierno, es algo que no podía ser imaginado hace un par de años. Desde el principio de la pandemia, el Presidente del Gobierno defendió la necesidad de un equivalente al Plan Marshall, financiado por un nuevo mecanismo solidario y conjunto de titularidad de la UE, como el modo de generación de los fondos necesarios.

			No está siendo una conquista fácil. Realmente hasta que los planes de cada país sean aprobados y los fondos ratificados por todos los miembros de la Unión Europea, no se podrá considerar los fondos como una perspectiva definitiva, incluso aunque los gobiernos de una mayoría de países europeos estén trabajando ya en sus planes de recuperación incluyendo dichos fondos para su aprobación en Bruselas. 

			Para tener un poco de perspectiva, los fondos que, como transferencias para inversión, van a ser canalizados desde Europa equivalen a la recaudación de todos los ingresos por impuestos directos en España en un año, unos 70 mil millones de euros. Los recursos estructurales europeos (Fondos Estructurales y de Cohesión) que correspondieron a España en concepto de asignación indicativa para el período 2000-2006 y que tanto contribuyeron a la modernización productiva de España, ascendieron a un total de 56.205 millones de euros, ni una tercera parte del total de lo que ahora se proyecta. 

			Es muy difícil encontrar ejemplos de un programa similar al que se está planteando en la actualidad, porque solamente cabe la comparación con el mismo histórico Plan Marshall, por la envergadura que tuvo (el equivalente hoy a 1,02 billones de dólares del presupuesto de EEUU, frente a los 909 mil millones de dólares del Fondo Next Generation) y su duración, 3-4 años. Hasta ahí las similitudes. 

			Más allá de las mismas, el reparto que se ha realizado en la asignación de estos fondos, si en el caso del Plan Marshall favorecieron principalmente a Alemania, el Reino Unido y Francia, en el caso de los fondos europeos actuales para la recuperación, los principales países favorecidos son Italia y España. 

			Basten estas comparaciones para destacar que nos encontramos ante una oportunidad histórica de recuperación y transformación de España. Mueve a la perplejidad el hecho de que la opinión pública y el arco parlamentario se estén distrayendo con otros temas y otras batallas políticas cuando España nunca se ha encontrado ante una oportunidad de este calibre para reconstruir y transformar el país.

			No es la intención ni la finalidad de esta reflexión estratégica entrar a analizar el despliegue gubernamental que se está haciendo y que se hará para atender a esta nueva perspectiva. Pero si procede reflexionar, a vista de pájaro, sobre los dos retos que el proyecto de recuperación entraña. 

			Realizar todo lo presupuestado

			El primer reto consiste en que, por limitaciones de rigidez, burocracia, falta de flexibilidad o ejercicio inordinado del “imperium”13, la Administración pública no sea capaz de cumplir con toda la inversión asignada y se queden partidas sin ser realizadas. Tenemos suficiente experiencia para saber que una de las dificultades de una política reformadora en España es quién ejecuta la reforma. El raquitismo actual de algunas instituciones públicas ha sido causa principal de que, por ejemplo, el Ingreso Mínimo Vital no llegue ni al 20% de las personas/familias que deberían ser acreedoras del mismo. 

			Dado que hay que reconstruir el barco en alta mar, la modernización de los procedimientos y de las actitudes en la Administración es un frente en el que actuar en paralelo a la puesta en marcha del Plan de Recuperación. Esto ya se ha resuelto por parte del Gobierno con la promulgación de las medidas de agilización contenidas en el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre de 2020, por el que se aprobaron medidas urgentes para la modernización de la Administración pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Estas medidas plantean de modo muy oportuno, sensato y transformador soluciones a los problemas que estamos considerando. 

			No obstante, las limitaciones pueden proceder no tanto de la ausencia de medidas de agilización sino de la falta de dotación adecuada de funcionarios para ejecutarlas. Por ello la congruencia entre los recursos disponibles de personal cualificado y la carga del trabajo que se ha de afrontar para la ejecución del Plan en los diversos departamentos ministeriales es un elemento crucial, que no se debería minusvalorar. Podrá parecer esta consideración un elemento banal y de escasa importancia, pero no lo es. Algo tan elemental como la falta de medios humanos para llevar adelante la ingente movilización que se va a necesitar para la reconstrucción, pudiera convertirse en una de las razones prácticas de un fracaso que nadie se puede permitir.

			Una apuesta por transformar España: el espíritu reformador

			El segundo desafío consiste en que, aunque se ejecute todo el presupuesto asignado, se haga con escaso sentido reformador y que, en consecuencia, la transformación de España a la que se aspira, no se cumpla, que nos encontremos con que hemos empleado estos fondos para consolidar lo existente en vez de cambiarlo y mejorarlo.

			Es cierto que la UE está exigiendo una serie de reformas de modo que las inversiones que se realicen estén entreveradas por dichos cambios estructurales. Eso es muy positivo, pero no es suficiente. En el Plan de Recuperación y Transformación se han de introducir reformas no solamente porque las exijan en Bruselas –que también, claro–, sino sobre todo porque los socialistas deberían ser los primeros en aprovechar la recuperación para reformar muchas cosas que no funcionaban bien en la situación pre-COVID. A continuación se establecen una serie de criterios para situar la práctica reformadora en el primer plano estratégico de la recuperación.

			La pregunta es, ¿qué queremos decir cuando hablamos de reformas? ¿Cómo surgen los reformadores? ¿Es una cuestión de voluntad? No. Es más complejo y más profundo que todo eso. Para ser reformador es necesario saber qué hay que reformar y en qué sentido. Y para ello es necesario tener previamente una visión de cómo se quiere que sean las cosas y la convicción para poner en práctica esa visión. Si no sabemos a dónde se quiere llevar algo, difícilmente se sabrá por qué está mal y en qué dirección hay que cambiarlo. 

			La garantía de progreso para un proyecto reformador como es el proyecto de la nueva socialdemocracia ahora que se apresta a establecer un gigantesco ejercicio de inversiones para transformar España, descansa en que los dirigentes, los cuadros que ocupan las responsabilidades de gobierno, que van a gestionar, le den una gran importancia a la visión estratégica –la visión estratégica de la España que se quiere–. En un momento en el que hay que sumergirse en la gestión, paradójicamente, lo que va a contar es el cuajo ideológico y la calidad de la visión política que tengan los dirigentes. 

			Sin esa visión política, se podrá ser el mayor experto del mundo, pero la “expertise” sin visión lleva directamente a la tecnocracia, y eso es algo que habría que evitar a toda costa. Es evidente que una consecuencia de lo dicho aquí es la importancia de la formación política e ideológica de los dirigentes socialistas, como condición para que la nueva socialdemocracia realmente, ahora que puede, transforme España. 

			Si no se cuida este aspecto, el proyecto de nueva socialdemocracia que con tanto empuje comenzó hace cuatro años, corre el peligro de embotarse, de perder el ímpetu transformador. 

			Para evitarlo se escribe esta reflexión, como otras muchas que habrán de surgir en el terreno ideológico, de la estrategia política o de la teoría de la socialdemocracia. Tales esfuerzos servirán para refrescar la visión estratégica de los dirigentes socialistas, como el modo más afectivo de reforzar su ímpetu reformador.

			Cuando existe ímpetu reformador, existe sentido de la innovación. Por ejemplo, si las reformas se van a hacer en muchas ocasiones con esquemas público/privados, deberá cambiar la concepción del papel de lo público insistiendo en su carácter dinamizador y catalizador, de liderazgo. Esto es particularmente relevante en el terreno de la nueva política industrial que debería ser parte de los planes de transformación en España.

			Cuando existe ímpetu reformador la calidad del diseño de nuevas políticas no depende de un número enorme de medidas (cuantas más mejor) como prueba de excelencia, sino de una visión estructurada en la que algunas medidas son las que decisivamente impulsarán la reforma. 

			Cuando existe ímpetu reformador se trabaja por encima de los silos, las murallas de los departamentos no son inexpugnables y se pueden acometer proyectos transversales, interdisciplinares, absolutamente necesarios y centrales para transformar España: las cinco dimensiones antes citadas para la recuperación en España son, por su propia naturaleza, dimensiones transversales, horizontales, y conquistarlas supondrá muchos proyectos multidisciplinares, interdepartamentales y, por supuesto, multi-nivel, implicando a todas las Administraciones. 

			En este terreno también la pandemia nos ha enseñado varias cosas. Para países con una gran descentralización política, como es el caso de España o de Alemania, el espíritu federal de coordinar el nivel central y el autonómico se ha demostrado como una necesidad inapelable. 

			También hay lecciones que aprender del comportamiento que han tenido las Administraciones locales: en los momentos más duros de la pandemia han estado en el frente de la batalla, cuidando de los que viven solos y aislados, facilitando los suministros urgentes de equipos de protección, respiradores, medios de transporte. Cuando se ha pasado a la situación difusa por la que, por un lado, se lucha contra la pandemia pero por otro se comienza a pensar en la recuperación, han acudido subsidiariamente al rescate de empresas de comercio al por menor, del sector de restauración y del turístico. 

			Parte de la arquitectura organizativa que se está necesitando ya y que aumentará en importancia en los tiempos de reconstrucción a los que España se dirige, va a ser la colaboración entre la Administración central, las autonómicas y las locales, cada uno desde sus competencias y coordinados en torno a proyectos compartidos.

			Capítulo 14. Apuntes macroeconómicos de la recuperación

			Hay tres momentos clave en la lucha contra la pandemia en el plano económico y social. 

			Un primer momento, en el que se ha necesitado ayuda de emergencia, y se ha disparado el gasto, el déficit y la deuda para compensar a los ciudadanos por el parón económico sufrido por el cierre de actividades económicas con el fin de aislar las diversas olas y variantes del virus. 

			Un segundo momento en el que la economía deberá recibir un empujón inicial para comenzar la recuperación económica, momento en el que la clave ya no será el gasto, sino la inversión productiva y su efecto de arrastre para hacer que crezca el potencial de la economía, el empleo y la demanda agregada. 

			Y por fin, un tercer momento en el que deberíamos comenzar a pensar el crecimiento económico de modo diferente.

			Primer momento: la emergencia

			En fechas tan tempranas como el 25 de marzo de 2020, justo después de la declaración del primer estado de alarma del 14 de marzo, escribía yo un artículo publicado en El País, casi, casi profético, en el que decía14:

			El precio de liquidar al coronavirus es que la producción en el país se pare, sin oferta ni demanda salvo en los productos estratégicos para el abastecimiento de una población confinada en sus domicilios durante un tiempo finito. La “crisis económica” de la que hablamos no es otra cosa que el efecto directo de nuestra determinación de luchar contra el virus: el parón del PIB no cae del cielo, es consecuencia de que hemos decidido parar la economía para matar al virus.

			Si ese parón económico afecta, digamos, a un 70% del producto nacional durante, digamos, dos meses, nos podemos encontrar con una disminución del 11,16% de crecimiento del PIB en 2020. Tal es el tipo de magnitud de la recesión auto inducida que supone una lucha eficaz contra el coronavirus.

			Ahora bien, si esa pérdida tan importante del PIB es compensada, en todo o en parte, por una inyección pública equivalente, una vez terminado el periodo de confinamiento, podríamos volver a una senda de crecimiento económico normalizada con lo que el efecto del parón sería pequeño. Dicho de otro modo, si se consigue por la acción pública que la economía pase a un “estado de crionización”, de congelación sin deterioro, entonces la recuperación posterior será poco costosa. ¿Cómo debe actuar el Estado para ello? Cuatro son las medidas esenciales.

			La fundamental es que, en vez de despidos, haya suspensión/reducción de jornadas manteniendo el vínculo laboral y la renta de los trabajadores en el país. Esto se está consiguiendo en España con los ERTE. Con ellos, por vez primera en nuestra historia y de modo masivo, una situación de crisis se está resolviendo no con despidos, sino conservando los derechos de los trabajadores y el capital humano de las empresas.

			La segunda es que el parón no ocasione problemas de liquidez a las empresas. Las medidas de avales que se han puesto en marcha en España implican crédito ilimitado y barato en esa dirección.

			La tercera es que se establezcan medidas compensatorias para todos aquellos que se encuentran en una situación más precarizada debido al parón económico. También en este terreno se han hecho cosas en España, pero probablemente no son todavía suficientes.

			Y la cuarta es que los mercados financieros no castiguen esta estrategia, no eleven la prima de riesgo y no creen una inestabilidad innecesaria y gratuita. Los 750.000 millones de euros de liquidez15 establecidos por el BCE están asegurando este cuarto elemento.

			Estas son las medidas que se están adoptando en países como España. Pero es más fácil enunciarlas que plasmarlas, porque un plan de choque como el señalado se enfrenta a resistencias evidentes: cuanto más radical sea el confinamiento de la población, mayor será el agujero producido en el PIB, aunque más eficaz y corto el periodo de choque. Y cuanto más completo sea el plan alternativo público más fácil será normalizar después la economía. Aquellos políticos o países, que en esta situación extrema antepongan los intereses económicos al bienestar y la vida de la gente, serán laxos con las medidas de confinamiento o se quedarán cortos con las medidas públicas para paliar el parón económico: pero, paradójicamente, con esa actitud solamente conseguirán que la normalización llegue más tarde, sea mucho más difícil de lograr y a la postre tenga un coste económico y de bienestar mucho mayor.

			Un año más tarde ya sabemos las cifras de gasto, del plan de choque y de emergencia a la hora de mantener la economía parada o semiparada, como aún permanece en algunos sectores particularmente de comercio al por menor, restauración, hostelería y actividades turísticas. En un excelente análisis16 realizado por un experto periodista de un diario español se disecciona muy claramente el destino que ha tenido el déficit de 123.070 millones de euros adicionales gastados por el conjunto de las administraciones públicas en el año de la pandemia, financiados por deuda pública comprada en su totalidad por el Banco Central Europeo:

			“En concreto, la mayor parte del déficit –equivalente al 10,97% del PIB– se ha destinado a financiar prestaciones sociales. En total, 31.276 millones más que un año antes, cuando no había aparecido la pandemia, lo que supone alrededor de la cuarta parte de la desviación entre ingresos y gastos. En este caso, las mayores partidas corresponden al pago de los ERTE y demás subsidios de desempleo relacionados con el covid, que han consumido 15.549 millones adicionales; otros 3.859 millones se han destinado a la prestación por cese de actividad de los autónomos; y 2.112 millones a incapacidad temporal por periodos de aislamiento.” 

			El análisis termina con un dato bien elocuente, que nos hace ver que el gobierno central junto a las administraciones autonómicas y locales no solamente se ha dedicado a llevar adelante una guerra contra el virus, sino que ha paliado los desastrosos efectos del parón de actividad en las rentas de los trabajadores españoles: “Esos 31.000 millones de gasto extra son prácticamente la misma cantidad que ha descendido la remuneración del conjunto de los asalariados en 2020 (31.020 millones), lo que significa que el sector público ha sostenido las rentas perdidas por la pandemia.” 

			Se podrá argüir que los datos engloban junto a ayudas extraordinarias otras que no son sino estabilizadores automáticos –por ejemplo el pago de los ERTE no son sino pagos alternativos a los que de otro modo se hubieran debido pagar por el subsidio de desempleo. 

			Pero el dato importante es que la población trabajadora en general, si exceptuamos los vastos segmentos de trabajadores desprotegidos, temporales, precarizados, generalmente mujeres y jóvenes, no ha resultado perdedora en este año de colapso económico sin precedente.

			Segundo momento: la recuperación

			En apartados anteriores ya hemos abordado las perspectivas de la recuperación. Pero queda una gran pregunta que conviene despejar de modo taxativo. 

			Por señalar el tema del modo más general, he aquí una parte de la Declaración firmada por todos los países de la OCDE el 29 de octubre de 202017, una declaración que España propuso, en su condición de presidencia de la reunión Ministerial, y que fue aceptada por todos los miembros de la OCDE:

			“Se necesitarán estímulos fiscales y monetarios sostenibles continuos a corto plazo para apuntalar la actividad económica crítica. Las medidas fiscales de apoyo deben adaptarse a la situación específica del país, estar bien focalizadas y ser temporales. Debe tenerse en cuenta en todo momento la sostenibilidad de la deuda, pero comenzar la consolidación fiscal demasiado pronto podría poner en peligro la recuperación.”

			Este mensaje fue objeto de polémica claramente, con dos pulsiones diferentes entre los “países frugales” del Norte de Europa y los países del Sur europeo y, como se puede ver se saldó de un modo taxativo: por muy abultado que sea el déficit público, por mucho que aumente la deuda pública, comenzar la consolidación fiscal demasiado pronto podría poner en peligro la recuperación.

			Sin embargo, esta orientación está claramente sometida a tensiones, tanto en España como en foros multilaterales donde se plantea de modo recurrente que es necesario un plan de ajuste fiscal creíble a medio plazo para colocar la deuda pública en una senda descendente sostenible, y que por ello corresponde anunciar con anticipación una ruta explícita detallada de varios años para el ajuste fiscal.

			La pregunta que hay que responder para no engordar una falsa polémica en torno a un tema tan importante es, pues, la siguiente: ¿cuándo exactamente habrá que comenzar el proceso de consolidación fiscal? ¿Cuándo, exactamente, habrá que producir ese plan de ajuste fiscal creíble? Creo que es importante responder a esta pregunta de un modo preciso, en un intento de saldar las tensiones que aparecen de modo insistente en el horizonte y que, si se dejan sin respuesta, pueden producir un gran daño. 

			Si, como algunos quisieran, se debiera proceder ahora al anuncio de un plan de consolidación fiscal, es evidente que, incluso como plan a futuro, actuaría con un efecto de “profecía autocumplida” que socavaría la política de estímulos fiscales que es ahora la clave central de la recuperación. 

			Puestas las cosas así, la respuesta que hemos de defender no ofrece lugar a dudas: por supuesto que se deberá formular un plan de consolidación fiscal puesto que el déficit público y la deuda pública deben ser corregidas y equilibradas en el medio plazo, y en el contexto de un nuevo crecimiento. Pero se deberá realizar cuando y solamente cuando haya que ponerlo en marcha, es decir, cuando la recuperación haya llevado a nuestra economía a los niveles de crecimiento económico que existían ante de la pandemia, en 2019. 

			Es muy probable, por lo tanto, que este tema entre en la agenda en el año 2023, cuando los efectos económicos de la pandemia hayan sido ya neutralizados. Mientras tanto, esas voces que claman por la consolidación fiscal desde ahora mismo de un modo u otro, deberían comprender que no es el momento de adelantar el futuro, sino de invertir y de reformar.

			Realizo estas afirmaciones desde una visión keynesiana. No es necesario añadir aquí un planteamiento adicional, como el suministrado por la llamada Teoría Monetaria Moderna para justificar la necesidad de un apoyo extra a la recuperación. 

			La Teoría Monetaria Moderna no debería ser reducida a epítetos como los que vemos para caracterizarla desde el pensamiento económico ortodoxo, como “locura”, “sin sentido”, “caos”, “basura” o incluso “vodoo economics”. No quiero en este momento romper una lanza sobre ella, pero tampoco descalificarla, tiempo habrá para ponderar sus méritos o sus inconsistencias. 

			Por el momento me quedo con la noción de que la recuperación ha de tomar la forma de inversiones, y no de gasto, que aumenten la capacidad de la economía y aceleren reformas estructurales al tiempo que producen, de modo significativo, empleo directo e indirecto. 

			Esto es importante, y no tanto para España que va a recibir, como se ha visto, un apoyo histórico a su recuperación económica sin necesidad de aumentar ni su déficit ni su deuda en ese empeño. Pero sí se refiere a un número muy importante de países cuya política monetaria no es soberana y cuyo espacio fiscal es reducido. 

			Para todos ellos queda en el aire el problema de cómo se va a hacer posible el primer detonante de la recuperación, imprescindible para que ésta tenga efecto cuando llegue el momento adecuado. Y para resolver ese problema no tenemos mucho tiempo por delante.

			Tercer momento: hacia un nuevo concepto y una nueva práctica del crecimiento económico

			Como se ha repetido a lo largo de estas páginas muchas cosas ya no serán como antes de la COVID. Particularmente nos adentramos en un mundo conceptual relacionado con el crecimiento económico que deja entrever algunos paisajes bien diferentes. Dos son los ejemplos que se comienzan a dibujar en ese horizonte post-COVID.

			En primer lugar, las economías de la OCDE y los países socios estaban ya experimentando antes de la aparición de la pandemia un período sostenido de lento crecimiento económico, desigualdades sobre todo de riqueza, persistentes y crecientes, y productividad desigual, lo que estaba afectando al bienestar humano. Junto a ello, ya estaba en el horizonte de nuestras preocupaciones otra crisis que surgía del impacto negativo de la actividad humana en el medio ambiente (episodios climáticos extremos, pérdida de biodiversidad, contaminación y desperdicio). Todo ello ya ponía en tela de juicio la sostenibilidad social y medioambiental del crecimiento económico. 

			Ambos aspectos, la falta de inclusividad social y la necesidad de lucha contra el cambio climático, presentan desafíos importantes para nuestro enfoque actual de crecimiento económico, porque aunque son elementos cruciales, tendemos a abordarlos por separado, de manera aislada. Llega la hora de reconocer las interrelaciones de estos elementos con el crecimiento económico, y adoptar un nuevo enfoque integrado.

			Tenemos que repensar las condiciones para poner en pie una concepción y una práctica nueva del crecimiento, más allá de la simple medición del PIB. Existe una relación directa entre la polarización de la renta y el estancamiento que introduce en el crecimiento de la demanda agregada de un país, con consecuencias claras desde el punto de vista del crecimiento. Así mismo las externalidades negativas (o positivas) en el terreno del clima y el medioambiente inciden en el crecimiento económico.

			De este modo, que los gobiernos puedan aumentar el bienestar a través de un crecimiento más integrado pasa a ser un elemento central de la reflexión macroeconómica, y se debería considerar como una urgente necesidad abordar los desafíos ambientales y las desigualdades como nuevos elementos consustanciales al crecimiento económico. 

			Este enfoque de políticas integradas supone trabajar en un nuevo frente de análisis económico y estadístico, para explicar de forma rigurosa y robusta la relación existente entre las dimensiones medioambientales y de desigualdades y el concepto y la dimensión misma del crecimiento económico. Es por ello por lo que la Declaración de la reunión Ministerial de la OCDE, impulsada por España en Octubre de 2020, ha mandatado a la OCDE en una dirección tan nueva como revolucionaria: 

			A medida que diseñamos e implementamos nuestras respuestas políticas y reformas estructurales, invitamos a la Secretaría, a continuar los esfuerzos (…) para desarrollar un cuadro de mando de indicadores que potencialmente incluya junto a factores económicos tradicionales como el PIB y el empleo, dimensiones ambientales y sociales relacionadas con la sostenibilidad, la inclusión y el bienestar, en línea con los Objetivos de Desarrollo Sostenible.18

			La OCDE está desarrollando un nuevo trabajo para promover el crecimiento inclusivo como resultado de la evidencia de desigualdades apremiantes y el estancamiento de los ingresos de la clase media en las sociedades desarrolladas, incluso en períodos de crecimiento económico. Esto incluye las desigualdades de género.

			Del mismo modo, la OCDE ha estado trabajando a la vanguardia en el área de la modelización económico-ambiental, arrojando nueva luz sobre la relación entre las actividades relacionadas con el medio ambiente y las actividades económicas, como el transporte, las ciudades, el desarrollo, la fiscalidad y el bienestar.

			Hasta ahora estos problemas han tendido a abordarse de forma aislada: todavía no existe un marco integral que los reúna. La OCDE está bien posicionada para liderar el camino hacia un enfoque de políticas integradas que las incorpore al núcleo de nuestras discusiones sobre el crecimiento. Esta es una tarea ambiciosa y no se podrá lograr de la noche a la mañana, pero se ha iniciado ya la discusión para conectar con éxito los puntos entre el crecimiento económico y estas nuevas dimensiones. Y todo ello substanciado en una nueva generación de indicadores que acompañen a los tradicionales respeto al PIB y sus componentes.

			En un terreno similar, de las nuevas interrelaciones en torno al crecimiento económico, hay que apuntar también a un movimiento en alguna medida similar, que conecta, esta vez a escala europea, los presupuestos clásicos de estabilidad presupuestaria y fiscal con otras realidades europeas, como la realidad social. Esa es la propuesta que España, junto con Bélgica, ha realizado a todos los socios europeos, apostando por elevar a una categoría de importancia similar a la disciplina fiscal las cuestiones relativas a la situación social y laboral de cada país. 

			La Europa Social no era sino un buen deseo, plasmado en la Cumbre de Gotemburgo de 2017 pero hasta la fecha no se había considerado su implementación. En el escenario post-covid algo parece haber cambiado y el texto hispano-belga subraya que “el Pilar europeo de los derechos sociales es una brújula crucial para el empleo, la educación y las políticas sociales”. Y considera que “su implementación debe acelerarse por la crisis de la covid-19 y por la transición verde y digital en ciernes”.19

			En definitiva, en el escenario post-COVID vamos a asistir a una mayor convergencia e integración de un concepto central, cual es el crecimiento económico, con los problemas sociales y laborales, de desigualdad, de género y de transición ecológica de la economía que afectan directamente a ese crecimiento económico. 

			Capítulo 15. La transición ecológica ya ha comenzado

			El 8 de abril de 2021 debería pasar a la historia de España como un hito histórico, pues en ese día el Congreso de Diputados de España aprobó el Proyecto de Ley de Cambio Climático y Transición Energética. Con ella España se ha dotado del cuadro de mando que le permitirá avanzar y cumplir para 2050 con la descarbonización de nuestra economía.

			Es necesario insistir una y otra vez en que esta Ley se está aprobando (falta que pase por el Senado) cuando aún el país lucha contra la pandemia, cuando aún no ha entrado en una fase plena de recuperación económica y reconstrucción social. Esto reafirma, más que cualquier razonamiento prolijo, la intención política que existe detrás de los planes de salida de la crisis para reconstruir mejor lo que funcionaba mal en la época pre-COVID (“building back better”): no se trata de una mera recuperación, se trata de aprovecharla para progresar en una dirección determinada de lucha contra las desigualdades, avance de la igualdad de género, progreso en la cohesión territorial, digitalización de nuestra economía y, como colofón que ya se encuadra en una Ley, la transición ecológica de nuestra sociedad.

			La Ley de cambio climático establece un marco de referencia, con objetivos precisos respecto a hitos intermedios (revisión en 2030 de los objetivos), hitos finales – 2050 como fecha final de “neutralidad climática”, y 2040 como año en el que la movilidad se ha de realizar con vehículos no contaminantes. 

			Hay quien estima que los objetivos intermedios fijados, para 2030, de reducir las emisiones de gases de efecto invernadero en, al menos, un 23% respecto a las de 1990, alcanzar una penetración de energías de origen renovable en el consumo de energía final de, al menos, un 42% (frente al cerca del 20% actual) y alcanzar un sistema eléctrico con, al menos, un 74% de generación a partir de energías de origen renovable (frente al 40% de este momento) son objetivos muy moderados. Pero ese es el cálculo que se ha hecho para que el avance sea gradual y, por ello, se convierta en irreversible.

			La Ley incluye otros aspectos que deben ser tenidos en cuenta y que, en su conjunto, dan un cuerpo muy compacto a la transición ecológica y energética de nuestra sociedad con objetivos y metas en el terreno de la movilidad, el sector eléctrico, los combustibles fósiles, la eficiencia energética y rehabilitación de edificios o el papel de las grandes empresas.

			Cabe hacer tres observaciones a este nuevo y decisivo movimiento que establece un marco omnicomprensivo para la transición ecológica de España.

			La primera es que, siguiendo con los criterios que antes se han sugerido para la recuperación, ésta ha de generar sobre todo y por encima de todo, nuevo empleo. Se habla de que probablemente surgirán en torno a 300.000 nuevos empleos en esta senda de transición ecológica. Me da la impresión de que ésta es una estimación demasiado moderada, y que sería muy conveniente establecer un plan de empleo más detallado y pormenorizado para una transición tan decisiva.

			La segunda consiste en que será necesario también establecer posicionamientos y propuestas mucho más claras desde el punto de vista fiscal. La discusión sobre la fiscalidad verde, comenzando por la pregunta de si deberá ser utilizada con fines recaudatorios o con fines de ingeniería social, de si tendrá un efecto de progresividad o cómo se alcanzará ésta, son temas relevantes que quedan pendientes.

			Finalmente, resulta conveniente plantearse si no va a ser necesaria una plataforma multilateral global para que los países, que se han comprometido con la lucha contra el cambio climático, puedan intercambiar mejores prácticas y establecer una nueva generación de estándares en todos los campos antes mencionados, desde la movilidad hasta el compromiso de las grandes empresas. Mi sincera opinión es que, siendo importantes las reuniones de la Conferencia de las Partes (COP) en el marco del Acuerdo de París, necesitamos algo más en la forma de una plataforma permanente multilateral con un secretariado también permanente a escala global.

			Parte V

			POLÍTICAS DE NUEVA SOCIALDEMOCRACIA

			Capítulo 16. La nueva socialdemocracia, un discurso centrado

			El partido que pudo llegar a pactar con el PSOE, y que hasta hace poco hacía alarde de regeneracionismo político –Ciudadanos–, se enzarzó después de las elecciones de abril de 2019 en una batalla y al tiempo una búsqueda de convergencia con el PP en el espacio político del conservadurismo. Ciudadanos, independientemente de los deseos de sus fundadores, se está rindiendo a la evidencia de que en una sociedad como la española actual su espacio está achicándose y puede terminar por desaparecer. Así mientras en algún sitio, Ciudadanos quisiera pactar algún tipo de acuerdo con los socialistas, su posicionamiento se escora hacia la derecha, a rebufo de un PP que sigue una deriva de radicalización ante la aparición de la extrema derecha.

			En estas circunstancias, cuando el PSOE ha consolidado su posición en la izquierda y Ciudadanos se esteriliza en su competición con las otras derechas, es lógico preguntarse acerca de quién va a ganar la batalla por un mensaje centrado –una pregunta que parece que solamente tiene una respuesta: únicamente puede ser ganada en la España de hoy por la nueva socialdemocracia.

			El discurso y el programa de renovación socialdemócrata tienen un claro acento de izquierda contra las injusticias sociales, de género y territoriales, buscando, no solamente en sus propuestas, sino en su práctica gubernamental, la construcción de una alternativa a un modelo económico que concentra la riqueza y estanca a la mayoría de las clases medias y trabajadoras. Pero también se ha puesto de manifiesto que el modo de progresar de la nueva socialdemocracia es inequívocamente centrado, democrático, reformador. 

			El espíritu reformador ha sido siempre un elemento básico de la socialdemocracia. Y ese carácter fue respetado y expresamente reafirmado en el proyecto de nueva socialdemocracia en 2017: el PSOE se planteó un cambio de programa, pero puso un énfasis muy especial en asegurar la permanencia de varios valores medulares de la socialdemocracia, y, particularmente, su carácter reformador. 

			A lo largo de estas páginas, habrá quedado claro ya que se utiliza el concepto de “reforma” y de “reformador” con su doble característica. Una reforma genuina hace variar el “status quo”, tiene un sentido transformador, hace posible el cambio y, en el caso de las propuestas socialistas hace avanzar la justicia social y el bienestar de la mayoría. Pero, como la diosa Jano, la reforma tiene también otra cara, la de una transformación gradual, democrática y en libertad.

			En otras palabras: la nueva socialdemocracia actúa con grandes dosis de pragmatismo, ante todo y sobre todo es amante de la democracia y de sus reglas, cree en y practica la democracia institucional y es reformadora en su doble acepción de transformar y, al mismo tiempo, progresar con mayorías democráticas.

			Opino que, en las condiciones políticas de España, la nueva socialdemocracia puede conseguir para el país esa estabilidad fundamental que se alcanza cuando hay fuerzas que actúan de modo centrado. Realmente, en el actual escenario parlamentario es la única fuerza que puede hacerlo. Esa tarea es hoy por hoy imposible para una derecha cada día menos dialogante y más montaraz.

			En esto también la nueva socialdemocracia debería mostrar una continuidad con el pasado, en donde existen precedentes de cómo el socialismo ha integrado en su programa y en su estilo de trabajo elementos centrados. De hecho, el ejemplo más relevante es la experiencia histórica del “consenso socialdemócrata”, que tan buenos resultados dio desde la Segunda Gran Guerra en los países regidos por un acuerdo programático liderado por la socialdemocracia y secundado por el centro democrático y la democracia cristiana en pos del establecimiento del Estado del bienestar, hasta que el advenimiento de Thatcher y Reagan y su neoliberalismo pusieron fin a ese consenso. 

			En otras palabras: la nueva socialdemocracia es por sus postulados y sus valores una fuerza de izquierda heredera de la tradición socialista. Pero por su carácter reformador, por su 
adhesión a la democracia y su estilo de trabajo es una fuerza en cuyo seno pueden coexistir elementos propios del mejor liberalismo político, su pasión por la meritocracia, su amor por la democracia representativa, su respeto por el Estado de derecho y su defensa de las libertades individuales, uniéndolas a las ansias de justicia social, de lucha contras las desigualdades y de progreso con la mayoría, que aporta el socialismo democrático. Aquello que ya hizo posible la socialdemocracia construyendo el consenso socialdemócrata de posguerra, es algo que también debería hacer la nueva socialdemocracia sin renunciar un ápice a sus postulados de izquierda.

			Por eso esta historia no se acaba aquí. El hecho de que la nueva socialdemocracia deba asumir el papel de ser por el momento la única fuerza política centrada, implica también contraer una responsabilidad con la política española en su conjunto. 

			Lo primero es conseguir más pronto que tarde que la extrema derecha más reaccionaria, tradicionalista y neofranquista se vea separada, segregada y aislada del resto de los partidos incluyendo a los partidos democráticos de centro derecha. 

			Para hacer esto posible, así como en el pasado se buscó la alianza en torno a un “nuevo programa”, de construcción del Estado de bienestar, ahora está surgiendo otro nuevo proyecto, que ya ha comenzado en el seno de la nueva socialdemocracia, el de una economía descarbonizada y circular, que remonta el vuelo al disminuir las desigualdades de renta y riqueza, que avanza en las conquistas feministas y progresa como una sociedad digitalizada próspera y justa, en alianza con todas las empresas y fuerzas productivas que apuestan por crear riqueza real. 

			Por muy lejano que parezca el objetivo, ese es el camino a recorrer: atraer al centro derecha lejos del populismo “trumpista” y de la alianza con la extrema derecha, que una parte del partido conservador profesa en este momento. 

			Es más, el modo con el que por el momento intenta la derecha reunificarse en España, no es creando un polo democrático de centro derecha, sino emprendiendo un insólito maridaje de convivencia con la extrema derecha, contaminándose con sus postulados y presentándola como una fuerza democrática con la que se podría pactar y co-gobernar.

			Para dotar a España de estabilidad institucional, la nueva socialdemocracia está bien pertrechada. Lo que distingue a un reformador –y eso debe ser el “abc” del libro de estilo del PSOE en el gobierno–, es que examina la correlación de fuerzas e intenta cambiarla a favor de su propuesta, busca aliados, dialoga, construye consenso: no traiciona lo que piensa, pero sabe distinguir entre un buen deseo y una buena política. Un buen reformador mide con maestría los tiempos políticos, va construyendo las condiciones de aceptabilidad de sus propuestas, escucha a posibles aliados y tiene en cuenta sus argumentos, no se detiene ante un revés, sino que sigue buscando el camino del acuerdo. Este camino es, sin duda, parte del futuro que necesita España y que la nueva socialdemocracia está llamada a construir.

			Capítulo 17. La nueva socialdemocracia y la concepción republicana de la libertad

			En los días de álgida campaña electoral en la Comunidad de Madrid, hubo quien en un afán de polarizar desde la derecha con eslóganes de extrema derecha eligió el lema “Libertad o socialismo (y también libertad o comunismo)”, y hubo quien para contrarrestar habló, como se hacía en plena transición democrática española, de “socialismo es libertad”. Aparte de otras consideraciones, lo revelador de esta justa verbal es que el concepto de libertad tiene un significado ambiguo, usado con diferentes acepciones de acuerdo con las preferencias e intenciones de cada cual. 

			¿Qué es la libertad?

			Wikipedia define el liberalismo político como “una filosofía política y jurídica que defiende la libertad individual, la igualdad ante la ley, y una reducción del poder del Estado. ... Los líderes de la Revolución francesa y la Revolución estadounidense se sirvieron de la filosofía liberal para defender la rebelión contra la monarquía absoluta”

			Yo creo que existe una definición alternativa de la libertad individual y que no se debe dejar en manos del “sentido común conservador” el significado preciso del concepto más central al ser humano aparte de su vida, como es su libertad. 

			En primer lugar hay que decir que para la izquierda, toda ella tributaria de algunas ideas universales, la vida humana no es sino la lucha constante de la humanidad por pasar del reino de la necesidad al reino de la libertad. Pero más allá de esta máxima, el sentido que me gustaría recobrar es la teoría de la libertad que más me ha fascinado y que se ha convertido en mi modo más profundo y concluyente de pensar sobre el tema20. Me refiero al trabajo de Philip Pettit, que debería ser rescatado por el pensamiento de nueva socialdemocracia, pues son ambos compatibles y complementarios. En pocas palabras, los padres de la revolución republicana de los Estado Unidos, los “padres fundadores” tenían otra visión de la libertad, y va siendo hora de afirmarla frente a esta visión reduccionista. Para ellos existía la libertad cuando no existía dominación, es decir, cuando nadie podía imponer nada a otro de modo caprichoso, arbitrario e impune. 

			Esta afirmación no es obvia, puesto que son legión los pensadores, filósofos y políticos que han tenido y tienen otro ideal de la libertad. Para ellos la libertad consiste en que nadie interfiera con el individuo. Ser libre, en su visión, consiste en que el ser humano se desarrolle sin intervenciones externas, bien sea de otras personas bien sea de las instituciones. Desde este punto de vista, toda ley es una coacción a la libertad, y como esto es algo de lo que hay que desconfiar, las leyes cuantas menos mejor. Ellos entienden la libertad como no interferencia. 

			La libertad como no dominación: razones para su supremacía

			Hay dos razones poderosas que explican la diferencia entre ambas versiones de la libertad y que, además, establecen la supremacía de la libertad como no-dominación sobre la libertad como no-interferencia. Y ésta es, probablemente, la argumentación más certera que se haya formulado para diferenciar el alma socialdemócrata, y con ello el alma de la nueva socialdemocracia, del alma liberal fundamentalista de derechas. 

			En primer lugar, puede existir dominación sin que parezca que existen interferencias; y, en segundo lugar, pueden existir interferencias buenas, que de hecho liberan de la dominación.

			El caso es que la libertad como no-interferencia no asegura que no exista dominación sino, simplemente, que no se ejerce debido a la graciosa voluntad del dominador. Había esclavos en Roma que vivían bien, porque sus amos eran benignos… hasta que se enfadaban y entonces ponían a sus esclavos en su lugar, a veces castigándoles con toda la dureza y crueldad o, sencillamente, matándoles con total impunidad. 

			Cuando existe dominación, aunque no se ejerza, el dominador sabe que lo es y el dominado también y ambos saben que el otro lo sabe. De resultas de ello el dominado siempre guardará una posición subordinada aunque ésta sea muy sutil. Y utilizará diversas tácticas, todas ellas poco dignas o incluso degradantes, para que el dominador siga aplacado y actúe de modo benigno. 

			¿Cuántos y cuántos ejemplos podemos encontrar hoy de situaciones de dominación que son reales pero que no se manifiestan y se disfrazan de benevolencia?: en las agencias de la política, es decir, en los partidos políticos a diario; en el mundo de la empresa, en la acción social de muchas grandes empresas que practican la filantropía a manos llenas; y los encontramos en la vida diaria en todas las situaciones trágicas de dominación que se disfrazan de amor en el matrimonio o en la pareja, de falso compañerismo en la vida diaria de la empresa, de comprensión “igualitaria” entre poderosos medios de comunicación y humildes lobbies ciudadanos…

			Pero ocurre, además, que pueden muy bien existir interferencias (eso sí, democráticamente aceptadas e impuestas) que de hecho amplían la libertad de no ser dominado. Los liberales fundamentalistas de nuestro tiempo (los neoliberales) podrán decir que toda intervención, es decir, toda interferencia de los poderes públicos es innecesaria y perniciosa. Pero los que desde hace ciento cincuenta años o más han estado o estamos por la justicia social sabemos muy bien que hay limitaciones a la libertad de unos pocos (por ejemplo, limitaciones al poder de las grandes corporaciones empresariales) que facilitan e incluso hacen posible la libertad de la mayoría.

			La concepción republicana de la libertad aparece aún más nítida cuando se compara con la libertad positiva y la libertad negativa que definió Isaiah Berlin21: la libertad de no ser dominado está, precisamente, entre ambas. 

			Se es libre negativamente cuando ningún otro ser humano interfiere en mi actividad. Es una concepción negativa en el sentido de que existe libertad en la medida en que no se interfiera con el individuo. 

			Se es libre positivamente en el sentido de pertenecer a una comunidad democráticamente autogobernada de un modo directo por seres humanos que se auto controlan. Es una concepción positiva en la medida en la que para ser libre sí hay que hacer algo, participar en el autogobierno común.

			Sin embargo, entre la libertad negativa y la positiva existe un tercer campo que hay que recuperar y que se deriva directamente de la antigua tradición republicana de los padres de la revolución francesa y estadounidense: el de una libertad que incluya la interferencia democrática pero excluya toda dominación arbitraria; que incluya la participación y el control político ciudadano pero excluya, por inoperante en las sociedades modernas pluralistas, el gobierno directo del pueblo.

			La libertad de no ser dominada, rescatada y demostrada como la que tuvo su significado más genuino hace doscientos años ya, marca el terreno frente al neoliberalismo, ese nuevo fundamentalismo liberal que conquistó muchos adeptos en décadas recientes… Y al mismo tiempo marca también del mejor modo las distancias adecuadas con las filosofías que tienden a despreciar la democracia representativa como un sistema formal pero injusto y que se decantan por las opciones de democracia participativa pura, las opciones asambleístas y anti-institucionales. 

			La virtud que tiene la concepción republicana del buen gobierno consiste en que es inmediatamente reconocible y aceptable para todo el arco político del centro-izquierda, para el socialismo democrático, la socialdemocracia, el “liberalismo de izquierdas” e incluso los partidarios de un ideal comunitario. 

			Es inmediatamente reconocible, porque no en balde la larga trayectoria histórica del socialismo partió de un elemento básico similar: la explotación de las clases trabajadoras no era sino una forma específica de dominación. La lucha contra la explotación era la lucha de los trabajadores dominados por el sistema capitalista, y el modo de resolver esa dominación consistía en la transformación, poniéndole límites, al capitalismo. 

			En definitiva, la concepción de la libertad republicana pudiera ser una buena piedra angular en el nuevo edificio filosófico de todas las opciones del centro-izquierda, en la medida en la que éstas intentan marcar un campo diferenciado frente a las opciones neoliberales y también diferenciado frente a las opciones anti-sistema y anti-institucionales. Y, esta es mi conclusión fundamental: la concepción republicana de la libertad, de que nadie esté dominado, debería ser adoptada como parte de la teoría de la nueva socialdemocracia.

			Capítulo 18. La nueva socialdemocracia: una mirada a la globalización

			Nada se ha quedado como estaba con la pandemia. Es como si ahora miráramos al mundo a través de una gama de colores mucho más vívida, donde las luces y las sombras se meten por la retina y nos obligan a reparar en cosas que antes no nos parecían tan evidentes.

			Esto es lo que ocurre con la globalización. No hace mucho tiempo, en la época de Tony Blair y Gerhart Schröder, una época en la que se intentó un laborismo “cool”, la globalización lo era todo. El mundo se había convertido en una aldea y los beneficios de la globalización eran tan evidentes que hasta se montaron nuevos paradigmas pretendidamente de izquierdas a su calor, como el cosmopolitismo de David Held22.

			Hasta la crisis financiera de 2008, la globalización se consideraba acríticamente como un proceso beneficioso per se. Pero la crisis en sí misma, la evidencia de ganadores y perdedores en el proceso de globalización, el surgimiento de asociaciones regionales y la aparición de nuevos fenómenos globales que deben ser abordados, como el cambio climático, los flujos migratorios masivos y la lucha contra la pandemia, todos estos nuevos desarrollos implican que la globalización para ser beneficiosa tiene que ser gobernada, y la gobernanza global ha aparecido como una nueva necesidad.

			Esa promesa de gobernanza global se comienza a gestar en plataformas como el G20. La OCDE, donde represento a España, es parte embrionaria de esa gobernanza global. Pues bien, su discurso, su narrativa respecto a la realidad también está coloreada por conceptos que hemos estado manejando a lo largo de estas páginas, y que han estado presentes en el discurso de la nueva socialdemocracia española desde hace cuatro años: una economía inclusiva, una economía sostenible son nuevos elementos de un discurso global que pugna por nacer ya en las plataformas que pueden jugar un papel central en la gobernanza de la nueva versión de la globalización. 

			A veces nos situamos tan cerca de la realidad que no somos capaces de ver lo que ésta trae de nuevas. El proyecto de nueva socialdemocracia no solamente es nuevo, sino que era impensable hace un lustro. Es un proyecto que, en esencia, defiende un nuevo modo de entender el crecimiento económico, incorporando al mismo la lucha contra el cambio climático y la protección de las bases de la vida en el planeta, al tiempo que se propone resolver los problemas de creciente desigualdad creados por el sistema, librándole así de un horizonte de bajo crecimiento, y que aporta una visión mucho más dinámica, lejos del mecanicismo de las políticas de austeridad a ultranza. Es también un proyecto que busca la alianza con todas las empresas que apuestan por la creación de valor real y no solamente financiero, una alianza genuina con la empresa productiva.

			Necesitamos una nueva versión de la globalización

			El mundo, después de un primer ensayo, necesita una nueva versión de la globalización. 

			En esta versión de la globalización, el papel del comercio abierto y basado en reglas ha de continuar siendo determinante. Por supuesto que lo primero es defender el comercio internacional pues la apertura es una condición esencial para el progreso de las sociedades, pero con una globalización justa que combine la apertura internacional con la defensa de los derechos de los ciudadanos. 

			Se trata de plasmar en los nuevos acuerdos comerciales en el futuro un multilateralismo con valores, una apuesta por los acuerdos con transparencia, con cláusulas que protejan los derechos de los trabajadores, con respeto a los grandes retos ambientales que se plantean en el planeta para las próximas décadas, con sanciones para la observancia de estos principios. 

			Los acuerdos comerciales y de inversión que emprenda la Unión Europea con terceros países deberían desarrollarse sobre nuevas bases y principios: participación de parlamentos nacionales, transparencia en los actores que intervienen y en el desarrollo de las negociaciones, respeto a los derechos sociales, protección medioambiental, defensa de la igualdad de género, lucha común contra la corrupción y contra la elusión fiscal, salvaguardia de la soberanía nacional para formular e implementar políticas públicas en función del interés general y para dirimir los conflictos entre las partes en ausencia de un nuevo Tribunal Internacional, un régimen internacional de resolución de disputas mediante un Tribunal Multilateral de Litigios y Apelación público y permanente. 

			Mientras éste ve la luz, se debería recurrir a los sistemas jurídicos nacionales competentes cuando sea posible, y en el caso de imposibilidad se habría de establecer un Tribunal Público de Inversiones que sea transparente, independiente, que garantice el derecho de acceso no discriminatorio a la justicia, con un mecanismo de apelación, con estrictas reglas sobre conflictos de intereses y código de conducta de los jueces, considerando las obligaciones de los inversores y preservando el derecho a regular en beneficio del interés general y de la protección laboral y medioambiental. 

			Finalmente, todos los Acuerdos Comerciales deben incluir una sección específica con medidas para combatir la corrupción e implementar, con firmes compromisos, las convenciones multilaterales y los estándares internacionales anticorrupción. Paralelamente, dado que la globalización financiera ha supuesto el desarrollo de paraísos fiscales que posibilitan la elusión de las obligaciones fiscales dañando al bien común y mermando los servicios públicos, los Tratados deberían contener un compromiso recíproco de convergencia en la lucha contra los paraísos fiscales, a nivel internacional y en los ámbitos territoriales de las partes implicadas en los Tratados. 

			Aún no estamos ahí en todos los extremos que he señalado, pero es una dirección en la que se están observando avances y donde la nueva socialdemocracia debe actuar como punta de lanza. 

			Lo que está en juego es, ni más ni menos, que un nuevo modo de entender y practicar la globalización, una nueva versión de la misma. Y esta opción de una nueva versión de la globalización pudiera ser, realmente, una de las más importantes piedras de toque, uno de las piedras angulares de una opción progresista de la globalización, en la que la nueva socialdemocracia debería jugar un papel de punta de lanza.

			Hacia un “New Deal” sobre el Desarrollo

			La pandemia nos ha hecho ver las costuras del tejido económico y social de la mayoría de los países en vías de desarrollo y emergentes, incluso aquellos que ya son considerados como países de renta media o media alta.

			Dos son los datos que evidencian la falta de resiliencia observada en un número importante de países en vías de desarrollo: por un lado, la informalidad como estructura dominante en el mercado de trabajo, que supone que con la pandemia la gente, sin sistemas de protección pública ligadas al empleo, ante un cese de actividad, ha tenido que elegir entre confinarse y no tener ingresos, o tener ingresos y contraer el virus. 

			Con una media de informalidad en América Latina de más del 40% de la población trabajadora y con la práctica totalidad de la población trabajando de modo informal en la mayoría de los países africanos, este problema ha sido muy relevante y pone al descubierto la necesidad de pensar en nuevas fórmulas que establezcan el derecho a la protección social más allá del status formal o informal que tengan los ciudadanos en la economía. 

			Por otro lado, la protección social, tanto en los servicios sanitarios como en los sociales, implica un nivel aceptable de ingresos públicos a través del sistema fiscal para hacer esa cobertura sanitaria y social universal posible. Sin embargo, como media, el nivel de ingresos públicos en América Latina se encuentra en torno al 22 del PIB, y en África la relación entre impuestos y PIB se ha estancado en el 16,5% del PIB desde 2014.

			Los países en desarrollo se han visto doblemente afectados por la pandemia, por un lado, por su impacto directo, y, por otro lado, por el colapso de sus exportaciones. A partir de ahí, se calcula que, como resultado de la COVID hoy tenemos cien millones más de pobres en el mundo. 

			También estamos comprobando que los gobiernos de los países en desarrollo enfrentan obstáculos crecientes para acceder a financiamiento en condiciones asequibles, a pesar de las tasas de interés históricamente bajas. Esto implica que va a ser necesaria la reestructuración o el alivio de la deuda reuniendo a todos los actores, las economías emergentes, públicas y privadas, a una misma mesa. 

			Ciertamente, son necesarias medidas excepcionales para tiempos excepcionales. Ha llegado el momento de explorar soluciones innovadoras, incluida la deuda. La crisis es una oportunidad para considerar otras formas de tratamiento de la deuda. También debería ser una oportunidad para utilizar el conjunto completo de herramientas que están a disposición, incluida la emisión de derechos especiales de giro del FMI para proporcionar liquidez a los países que lo necesiten. Esta ha sido la postura adoptada hace unas semanas por la secretaria del Tesoro de Estados Unidos, Janet Yellen, que hay que aplaudir, y que pudiera proporcionar la liquidez necesaria a los países de bajos ingresos. 

			Como Presidente de la Junta de Gobierno del Centro de Desarrollo de la OCDE, donde 58 países, de los que 29 no son miembros de la OCDE, desarrollamos sistemáticamente un diálogo político en pie de igualdad en torno a las cuestiones de desarrollo, estoy participando en primera línea en torno a un nuevo concepto para el escenario post-COVID, el “New Deal for Development”. 

			Sus polos de referencia son, por un lado, la corresponsabilidad de los propios países emergentes o en vías de desarrollo para aumentar su resiliencia, lo que implica la construcción de sistemas universales de protección social, reformas fiscales aumentando la progresividad y transformación productiva como los frentes de la responsabilidad de país. Y a cambio, por otro lado, un planteamiento más eficaz respecto a la deuda, las inversiones y los apoyos financieros mediante transferencias, para hacer posible la espoleta de la recuperación. Corresponsabilidad a cambio de solidaridad. 

			Este es pues el panorama de desarrollo al que nos hemos de asomar. En otro momento de esta reflexión se hacía ver que los problemas de desarrollo no son problemas remotos, o sectoriales o para especialistas. Son los problemas que afectan a millones que viven a las puertas de nuestra sociedad y que, aunque sea por un egoísmo ilustrado, debiéramos comenzar a tomar como propios.

			Capítulo 19. ¿Y si estuviéramos comenzando una gran transición?

			¿Podría la concepción de una nueva socialdemocracia llevar en sus entrañas la promesa de una nueva sociedad?

			 El simple hecho de proponer esta perspectiva produce un poco de vértigo, realmente. 

			Recapitulemos: estamos entrando en la era digital (la tercera revolución industrial después de la máquina de vapor y la electrificación) que supone la utilización de un input productivo muy especial: la información es infinita, y quiere ser libre porque su reproducción digital implica costes decrecientes, que tienden a cero. 

			Al calor de esta transformación radical comienzan a aparecer nuevas actividades postmercado que tienen poco que ver con el capitalismo y no funcionan con la lógica de su mercado: Wikipedia, los “Creative Commons”, el software libre, las nuevas iniciativas descentralizadas de economía colaborativa, social y solidaria son el embrión de un modo de producción diferente al sistema capitalista y su mercado. Así se abre un nuevo escenario inédito en el que la socialdemocracia podría recuperar para la gente la esperanza de una sociedad futura postmercado. En 1992, como colofón de un ejercicio de debate socialista que coordiné, llamado Programa 2000, escribí un librito con el título “La transición al postcapitalismo”23. No me pregunten por qué lo titulé así, pero resulta que ahora, 30 años después, estoy tentado de volver a ese idea, aunque por razones bastante más solventes.

			Esta característica, la de aportar la visión de una nueva sociedad a la que se podría llegar mediante una superación del sistema capitalista y su mercado, sí que es genuinamente nueva en el campo socialdemócrata. De hecho, Bernstein imbuyó a la socialdemocracia la idea central de que no había una sociedad futura, que lo importante no era alcanzar una nueva etapa de desarrollo de la humanidad, sino que lo importante era el camino de las reformas. 

			A sus ideas se le unió después la constatación de que, en vez de la inevitabilidad de la superación del capitalismo en una sociedad socialista o comunista, tal y como preconizaba el socialismo científico y el materialismo histórico, el mundo se dio de bruces con la experiencia soviética, con sus ineficiencias, sus fracasos y sus crímenes. Y ahí se cerró a cal y canto los sueños de una sociedad nueva, postmercado.

			Y, sin embargo, de la mano de la digitalización de la economía, de la inteligencia artificial y de la Internet de las cosas, comenzamos a constatar que el trabajo productivo dentro del sistema capitalista se va convirtiendo de modo creciente en innecesario, que la productividad del sistema se mantiene, que las jornadas de trabajo van disminuyendo (por el aumento del trabajo discontinuo, el trabajo a tiempo parcial, o la reducción de las horas de trabajo). Comenzamos también a constatar que los precios de muchos productos se mantienen artificialmente o incluso aumentan debido a la existencia de monopolios, oligopolios y oligopsonios, cuando en realidad, debido a la digitalización, los costes reales de producción están disminuyendo. Y comenzamos a ver, por último, que más y más ciudadanos optan por un nuevo tipo de actividad colaborativa, realizada como una actividad de utilidad social pero no de utilidad mercantil, y que se ofrece de modo libre al resto de la sociedad. 

			Es racional, a partir de estos datos que ya la propia realidad arroja, imaginar una sociedad futura en la que la mayor parte de los productos necesarios sean accesibles, donde la mayoría de la gente ocupe un tiempo cada vez menor para hacer posible esa producción, donde se realicen tareas creativas de autorrealización y donde florezcan las actividades de utilidad social que se ofrecen en régimen libre a la comunidad como una parte cada vez más importante de la actividad diaria de la gente. 

			Creo que la perspectiva de una nueva sociedad postmercado no debería ser rechazada como una posibilidad por la nueva socialdemocracia. No se trata tanto de abrazarla como el norte de nuestros pasos, sino como un desenlace posible de la evolución del capitalismo del siglo XXI. Y veo como una agradable sorpresa que esa perspectiva de nueva sociedad también comienza a ser abrazada por los grandes pensadores e investigadores de la desigualdad, como Thomas Piketty. 

			No se trata de que el capitalismo sea destruido, sino gradualmente arrinconado; ni se trata de que el mercado sea abolido, sino sustituido gradualmente por un nuevo modo de producción colaborativa y libre que, en forma embrionaria, ya está presente. 

			No estoy hablando de un futuro que es inevitable desde un punto de vista científico porque el capitalismo lleve en sí mismo la semilla de su propia destrucción –esta situación de declive suave y continuado puede durar muchísimo tiempo, casi, casi de modo infinito si las bases de la vida humana no se destruyen por el cambio climático–, ni estoy planteando una revolución que complete el asalto al capitalismo. Para este cambio no es necesaria una revolución: lo que es necesario es favorecer a través del régimen democrático las reformas necesarias para que la propia realidad social camine en la dirección adecuada. Como un ejemplo muy actual, para ilustrar este camino hacia una nueva sociedad postmercado, se me permitirá volver sobre el tema de las vacunas como bien público universal.

			Las vacunas frente al COVID-19 deberían ser consideradas un bien común, de modo que el acceso a las mismas debiera ser gratuito, simultáneo y de aplicación universal, pero es evidente que esto aún no se ha conseguido. Por el momento siguen vigentes las leyes del mercado, por las que las licencias de producción son propiedad privada a pesar de las ingentes cantidades de dinero público que incentivan la investigación y desarrollo privados, y las vacunas son vendidas por un precio que están pagando los Estados que pueden hacerlo.

			Será necesario en el futuro encontrar mecanismos para que, al tiempo que la investigación y los ensayos son acometidos por las compañías farmacéuticas, sin embargo, la fabricación, la distribución y la administración equitativa y universal se conviertan en una realidad.

			Como ya se decía, por el momento se ha logrado tan solo la existencia de un fondo común, el COVAX que, al menos, asegura que las vacunas, a partir de donaciones por los países ricos puedan ser distribuidas en países no ricos. Pero es, sin duda, un tratamiento muy defectuoso de un bien que debería ser considerado plenamente como un bien público.

			Generalmente la fórmula que se comienza a esgrimir para rescatar desde el lado público las patentes de las vacunas tiene connotaciones expropiatorias. Pienso que ese camino es equivocado, y que lo que se debe hacer es liberarlas mediante una negociación de compensación. Es decir negociar una suma a entregar a las propietarias de las patentes en concepto de expectativas de beneficios que no se van a materializar por pasar las patentes al dominio público y a su libre adjudicación como genéricos para todos los que quieran/puedan producirlos. Ese “pool” para las cantidades de compensación, si se realiza por un frente común de países es factible, realizable y sería un gran avance frente al sin sentido de bienes públicos producidos y vendidos por empresas privadas.

			En definitiva, como se puede ver, la filosofía de fondo es, más que expropiar, neutralizar a las empresas privadas llevándolas a una senda de bien común en un movimiento doble de presión política y compensación al mismo tiempo, sin que pierdan los incentivos iniciales de investigación y desarrollo de nuevos productos...

			Capítulo 20. Un decálogo para la nueva socialdemocracia

			Lo que aquí se ha denominado nueva socialdemocracia no es un producto solamente de consumo doméstico, exclusivamente español, sino una respuesta de carácter más general a las nuevas condiciones del capitalismo del siglo XXI. 

			Me gustaría sugerir a título exclusivamente personal y de modo telegráfico los diez rasgos estratégicos que capturan lo fundamental de lo aquí expuesto acerca de la nueva socialdemocracia:

			1. Tiene principios claros, que entroncan con las raíces del socialismo hace 140 años, con la lucha por reformas para mejorar las condiciones de vida de los trabajadores, con una adhesión radical a la democracia representativa, con los valores de igualdad, libertad y solidaridad, con el respeto a la libertad individual junto a la justicia social. A estos valores hemos añadido en 2017 el ecologismo y el feminismo.

			2. Pusimos el dedo en la llaga al afirmar que, a pesar de la existencia de un Estado de bienestar, nuestra sociedad es cada día más desigual porque se está produciendo en términos de renta y de riqueza una polarización entre una minoría a la que las cosas le van muy bien, y una mayoría que se ha estancado o retrocedido. La lucha contra las desigualdades en renta y riqueza se ha convertido en un elemento central de la búsqueda de la justicia social en el proyecto político socialista.

			3. La lucha por la igualdad tiene un ángulo específico desde una lente feminista, que ha pasado a ser una dimensión básica de la nueva socialdemocracia. Esta lucha abarca todas las esferas de la actividad pública y de la privada, desde las múltiples desigualdades en el trabajo, la brecha salarial, la promoción a puestos de responsabilidad en la esfera pública y en la empresa, la violencia de género o la trata de mujeres, hasta las actitudes e instituciones sociales que hay que desmontar.

			4. La transición ecológica, y la transición digital se han de gobernar con sentido del bien común desde la nueva socialdemocracia, y en ellas se encierran las grandes transformaciones sociales y económicas que se han de producir en el siglo XXI. Junto a ellas existe otra transición demográfica de un calado transformador similar, en la que nos encontramos con la necesidad de nuevas políticas en pensiones e inmigración, cambios en la organización social respecto a la vejez, o la necesidad de un nuevo contrato social con la juventud. 

			5. En el nuevo proyecto socialdemócrata se debe destacar la gran transformación en curso de la estructura del poder financiero, donde los obstáculos al bien común provienen de los grandes fondos de inversión que comienzan a colonizar la economía productiva. Es imperativo contrarrestar desde la intervención pública el creciente poder de los fondos de inversión y de las grandes empresas tecnológicas. Para ello la alianza pública con la economía productiva y la lucha contra las concentraciones de poder en el mercado son determinantes.

			6. La pandemia nos ha enseñado que se necesita un Estado más sólido y previsor. Deben terminarse los experimentos de privatización tanto de hospitales como de residencias: se necesita un sistema público que no se vea sistemáticamente esquilmado y empobrecido. La gestión de stocks de productos estratégicos sanitarios y la existencia de un mínimo de producción nacional o europea es obligada. Por otra parte, se debe avanzar en que existan nuevas prácticas internacionales para hacer posible que bienes como las vacunas o el clima sean considerados y tratados de modo efectivo como bienes públicos globales.

			7. La recuperación económica y la reconstrucción social después de la pandemia debería perseguir tres objetivos: en primer lugar, generar el máximo de empleo, en segundo lugar, mejorar, con un profundo sentido reformador, aquello que no funcionaba bien antes de la COVID, y en tercer lugar reconstruir en cinco dimensiones fundamentales: la lucha contra las desigualdades, la construcción de una nueva economía ecológica y digitalizada, la integración territorial y la igualdad entre mujeres y hombres. En el terreno de la puesta en marcha de los planes de recuperación también la pandemia nos ha enseñado cosas importantes: el espíritu federal de coordinación entre el nivel central y el autonómico es una necesidad inapelable. Así mismo en los momentos más duros de la pandemia las Administraciones locales han estado en el frente de la batalla, cuidando de los que viven solos y aislados, facilitando los suministros urgentes de equipos de protección y acudiendo subsidiariamente al rescate de empresas. Parte de la arquitectura organizativa que se está necesitando ya y que aumentará en importancia, va a ser la colaboración entre la Administración central, las autonómicas y las locales, cada uno desde sus competencias y coordinados en torno a proyectos compartidos.

			8. Hasta la crisis financiera de 2008, la globalización se consideraba acríticamente como un proceso beneficioso per se. Pero la crisis en sí misma, así como la evidencia de ganadores y perdedores en el proceso de globalización, hacen ver que hoy se necesita que la globalización, para ser beneficiosa deba ser gobernada. La nueva socialdemocracia debería defender una nueva versión de la globalización. Un elemento indispensable debería ser un discurso económico que se enriquezca con el de la inclusividad y el de la sostenibilidad.

			9. La nueva versión de la globalización se ha de sustentar en la necesidad de un comercio abierto pero también debe avanzar en hacer posible una nueva generación de acuerdos comerciales y de inversiones internacionales que combinen la apertura internacional con la defensa de los trabajadores, las compensaciones a los grupos que puedan salir perjudicados, la reciprocidad en el avance en la lucha contra el cambio climático y contra la corrupción y los sobornos, así como la necesidad de un nuevo tribunal Multilateral de Litigios y Apelación público y permanente.

			10. La pandemia ha enseñado las costuras del tejido económico y social de la mayoría de los países en vías de desarrollo y emergentes, incluso aquellos que ya son considerados como países de renta media o media alta. Se necesita una nueva concepción del desarrollo, un “New Deal for Development” donde la resiliencia a partir de sistemas públicos de protección social y de los esfuerzos domésticos para construirlos en términos de progresividad fiscal, se vean correspondidos con un acceso mejor a la financiación, las inversiones y nuevas formas de tratamiento de la deuda. 

			Esto que es relevante en América Latina o el Sureste asiático se hace particularmente urgente para África. Los problemas del desarrollo no son problemas remotos, o sectoriales o para especialistas. Son problemas que afectan a millones que viven a las puertas de nuestra sociedad. Aunque sea por un egoísmo ilustrado, debiéramos comenzar a tomar estos problemas como propios.

			Pero sin duda estamos al comienzo de un camino que no será ni corto ni fácil. 

			Estos valores y esta senda, en términos como los planteados o similares, debería servir para que la posibilidad de una nueva socialdemocracia se abra camino en todas las latitudes: desde el resto de países europeos, pasando por los países de tradición anglosajona, las regiones de las Américas, o las tierras del Sudeste asiático y África. 

			El momento para iniciar ese camino es ahora, cuando hasta el propio discurso de la gobernanza global comienza a abrirse a unas perspectivas nuevas, lejos ya de las viejas y caducadas recetas neoliberales. 

			Capítulo 21. apuntes finales sobre las funciones de una organización

			Si a lo largo de este ensayo apenas he entrado a discutir o reflexionar sobre políticas concretas que la nueva socialdemocracia en España impulsa desde el gobierno, tampoco entraré en la reflexión mucho más partidista respecto a la estructura, funcionamiento, estatutos y provisiones organizativas de los partidos progresistas.

			Sin embargo, del mismo modo que en capítulos anteriores, sí quiero sugerir algunos apuntes a vista de pájaro que podrían tener un rango genérico, más o menos estratégico:

			1.	Un partido moderno tiene que tener una poderosa estructura de formación. Nunca se insistirá lo suficiente en esto. La Política implica conocimiento y convicción, y ambas se entrenan a través de la formación. Esto es aún más necesario en un momento de cambio de era y en una época destinada a gobernar transiciones. 

				Un partido sin formación, un partido desideologizado es un partido que avanza a marchas forzadas hacia la tecnocracia, es decir que termina por poner el foco en las cuestiones técnicas sobre la base de presupuestos ideológicos conservadores, que avanza hacia las políticas sin alma, basadas en cálculos electorales de corto plazo o de mercadotecnia y que, en consecuencia pierde el ímpetu reformador que hoy necesita. 

				Además, la digitalización está haciendo posible el acceso a la formación efectiva de modo masivo y descentralizado24, con lo que la oportunidad de crear sistemas accesibles y enormemente extendidos está ahí para ser utilizada.

			2.	Esto no significa que la formación haya de ser ideológica sobre todo, no. Los votantes sienten confianza en un político o una política cuando éste presenta dos características al mismo tiempo, de modo evidente y probado. Por un lado, estar preparado para abordar de modo efectivo los problemas reales y formular políticas bien fundamentadas. Por otro lado, ser sincero, honrado, no mentir nunca a los votantes. 

				Lo primero es importante, pero no basta pues solamente garantiza la categoría de experto. Lo segundo es importante, pero tampoco basta porque solamente garantiza la buena fe y la rectitud moral. Solamente la combinación de ambas producen el más preciado valor en política: la confianza de la gente en sus representantes. 

				Es a partir de este principio tan elemental, del convencimiento de que la confianza es producto de la preparación y la honradez, de donde se debe partir para adecuar dentro de un partido la formación de los cuadros: una formación que ha de preparar, por un lado, para la toma de decisiones de políticas, y forjar, por otra parte, su visión, sus convicciones y sus valores.

			3.	Finalmente, me gustaría terminar como empecé esta larga reflexión. No se trata de refugiarse en la nostalgia de aquello que hicimos bien pero ya pasó. Hace cuatro años descubrimos que hay procesos políticos que marcan un antes y un después, que hacen posible un salto, que cambian la historia. 

			Eso lo hicimos, y lo digo en plural, porque fuimos miles los protagonistas del cambio. Un cambio que fue posible por la fórmula utilizada: el éxito se debió a la combinación de un líder con visión, determinación y convicciones, su comunión real con la mayoría de las bases militantes y el aporte de un nuevo proyecto de cambio efectivo y claro. Ese hito merece que quede grabado en nuestra memoria y dirija nuestros pasos futuros.
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